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PRESENTACION 
 

Todos los ciudadanos bolivianos percibimos con mayor o menor intensidad, que en 
Bolivia no se ha logrado consolidar el camino que le permita combatir exitosamente la 
exclusión y la marginalidad en la que se encuentran sumidas importantes sectores de la 
población. Esta afirmación es fácilmente comprobable cuando recurrimos a los 
ciudadanos para que nos digan el grado de satisfacción que sienten con la calidad de la 
educación y la salud que les brinda el Estado. Estos dos principales motores de movilidad 
social, hablan por sí solos de los desafíos que tenemos los bolivianos hacia adelante. 

En este entendido se hace más que evidente que la más urgente tarea que tiene el país, es 
revertir esta situación, para lo cual se necesitan una serie de herramientas, eficaces y 
eficientes y sobre todo inmediatas. La primera es de ellas, sin lugar a dudas es el 
ordenamiento de las finanzas públicas, proceso que sólo puede ser encarado desde la 
adopción de un Pacto Fiscal. 

Este pacto, no sólo debe estar íntimamente relacionado con el desarrollo que todos 
queremos, sino que, además, debe ser realmente ambicioso: debe rebasar el concepto de 
que el pacto se reduce a una mera redistribución de ingresos, en función a las cifras que 
ha arrojado el cuestionado informe oficial del Censo de Población y Vivienda de 2012. No 
es la sola redistribución de ingresos la que hará la diferencia en Bolivia y nos permitirá 
alcanzar los objetivos propuestos, sino la decisión conjunta de todos los niveles de 
gobierno que conforman el Estado boliviano, para alcanzar la consolidación del desarrollo 
y el bien común. De cómo lograr el país con el que todos soñamos. 

Para ello necesitamos invertir muy bien los recursos con los que ahora cuenta el Estado y 
de esta manera crear las condiciones que nos permitan superar la extrema pobreza que 
azota a importantes sectores de la población y lograr que se beneficien de los frutos del 
desarrollo y la bonanza del precio que estamos recibiendo por la exportación de nuestros 
recursos naturales. Y evidentemente que este propósito requiere acuerdos consensuados 
sobre una política fiscal de largo plazo con visión de país. 

En el Comité  pro Santa Cruz nos hemos impuesto una tarea de lograr la identificación de 
una herramienta de la política desarrollo, de identificar las bases de un acuerdo nacional, 
que permita repartir los costos de la financiación del Estado y los beneficios del gasto del 
mismo Estado en forma equitativa y solidaria. No es una propuesta de Pacto Fiscal para 
Santa Cruz, es una propuesta para todo el país, para las 9 gobernaciones, para los 339 
gobiernos municipales y para el sistema de la universidad pública nacional. 

El Comité pro Santa Cruz, a lo largo de sus 63 años de existencia, ha participado 
activamente en la concreción de acciones que han sido beneficiosas para el país en su 
conjunto.  Permítanme señalar algunas de las más significativas: 
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 En los años 1957-1959 el Comité liderizó las luchas por las regalías petroleras  

exigiendo al gobierno central  que cumpla con la ley de Germán Busch  del 15 de 

julio de 1938.  El reclamo cruceño fue tipificado por el Gobierno como una “acción 

separatista con proyección internacional”. (Veas El Deber del 01/11/1957).   

Después de dos invasiones  de milicianos ucureños,  el Gobierno de Hernán Siles 

Suazo  reconoció el derecho a percibir  el 11%  de las regalías petroleras.  Gracias a  

esta lucha cruceña,  hoy se benefician  Tarija, Chuquisaca y Cochabamba.  

 

 Con la célebre asamblea de la Cruceñidad del 10 de julio de 1982, se influyó 

definitivamente en la recuperación de la democracia para Bolivia, a partir de 

octubre de ese mismo año.  

 

 Con la auto convocatoria a elecciones municipales del Alcalde Oscar Barbery 

Justiniano en 1984, activamente apoyada y promovida por el Comité, se logró la 

recuperación de la democracia municipal, que benefició a todos los municipios del 

País, pues se desterró de una vez y para siempre la práctica de la designación 

política para dicho puesto. 

 

 Las movilizaciones lideradas por el Comité en 2005 y que culminaron en el 

histórico Cabildo de 25 enero de 2005, a los pies del Cristo Redentor, se logró que 

el Presidente Carlos Mesa, convoque – por primera vez en la historia boliviana –  a 

elección para la selección  de Prefectos Departamentales. Lo que posteriormente 

derivó en la elección de gobernadores. 

 

 En mayo de 2005, la Ley No 3058, Nueva Ley de Hidrocarburos firmada por el 

Presidente de la Cámara de Senadores Dr. Hormando Vaca Diez, devolvió al país 

el 32% de la renta petrolera en boca de pozo a través de la creación del Impuesto 

Directo a los Hidrocarburos (IDH).  Sin embargo, la distribución entre los 

departamentos fue lineal, por lo que en esa oportunidad el Comité planteó al país, 

la creación de un Fondo de Compensación para Santa Cruz, Cochabamba y La Paz 

por tener mayor densidad poblacional.   La sugerencia fue rechazada por el 

Gobierno por lo que se iniciaron  varias medidas de presión, para finalmente 

declarar en Santa Cruz un paro Cívico Departamental  el 15 de septiembre de 2005.    

A las 15.00 pm de ese dia,  el Gobierno de Rodriguez Beltzé aceptaba la creación 

de este Fondo que quedó plasmado en el D.S. 28421; el paro cívico fue 

inmediatamente suspendido.  Gracias a esta Fondo,  los municipios y 

universidades públicas del eje central, hoy reciben un 56% adicional del IDH. 
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 Se impulsó el Referéndum por Autonomías Departamentales en  todo el país, a 

través de la recolección de firmas suficientes, que literalmente obligaron al 

Congreso Nacional a convocarlo para el 2 de julio de 2006. Referéndum que dio 

inicio a la transformación de la administración territorial del Estado boliviano, en 

autonomías departamentales, municipales y de los pueblos indígenas. 

Nuestra propuesta central señala que para hacer frente a los planes y desafíos ya 
enunciados, es necesario desarrollar una nueva distribución de la coparticipación 
tributaria, principal fuente de recursos de los gobiernos autónomos subnacionales y de las 
universidades del sistema público nacional. 50% para la administración del gobierno 
central y el otro 50% distribuido de la siguiente manera: 25 % para los municipios, 18% 
para las gobernaciones y 7% para las universidades. Consideramos esta propuesta no solo 
prudente, sino mínima en la senda de consolidar la participación de los ciudadanos en las 
decisiones y soluciones a los problemas que enfrentan, desde el propio terreno, sin tener 
que peregrinar hacia los laberintos de un ineficiente sistema centralista que tanto 
subdesarrollo le ha traído a Bolivia. 

Queda claro que nuestro reto actual es “como pasar del dicho al hecho”, como lograr que 
no perdamos más tiempo para encarar las urgentes decisiones y cambios en la política 
fiscal que el momento que vivimos exige. Como lograr cambios cualitativos en función del 
bien común de todas y todos los habitantes de Bolivia. Nosotros en el Comité, como 
parte de la sociedad civil, hemos asumido conscientemente la responsabilidad y la 
decisión de participar activamente en la construcción del futuro que heredaremos a las 
siguientes generaciones. La propuesta se fundamenta en principios generales que 
orientan los planteamientos en pro del bienestar, enmarcados en un Sistema Nacional de 
Desarrollo transparente y perfectible. 

Nuestro compromiso al hacer pública esta propuesta, es facilitar la negociación 
transparente del pacto que, por mandato legal, debe ser adoptado en los próximos días, a 
fin de que el país cuente con una política fiscal coherente y eficiente, en función del bien 
común,  y de esta manera lograr la consolidación de un sistema nacional de desarrollo, 
que oriente las políticas y acciones tanto en el corto, mediano y largo plazo. 

Santa Cruz de la Sierra, octubre de 2013 

 

Dr. Fernando Castedo Cadario 

Presidente 

Comité pro Santa Cruz 
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PACTO FISCAL Y PRINCIPALES CARACTERÍSTICAS DE LAS 
TRANSFERENCIAS 

 

Introducción: 
 
La Nueva Constitución Política del Estado (CPE), la Ley Marco de Autonomías y 
Descentralización (LMAD), y la Ley de Clasificación y Definición de Impuestos y de 
Regulación para la Creación y/o Modificación de Impuestos (LCDRI), han marcado un hito 
en la profundización del proceso de descentralización que se viene desarrollando hace 
más de 19 años en el país.  
 
Sin embargo, estas transformaciones normativas fundamentales han provocado, entre 
otras, las siguientes distorsiones: las transferencias intergubernamentales son afectas a 
cambios que pueden ser únicamente realizados por el Gobierno Central, las únicas 
transferencias que no pueden ser modificadas son las Regalías, ya que las mismas se 
encuentran determinadas explícitamente en la CPE; la política fiscal, de crédito público y 
presupuestaria de las entidades territoriales autónomas (ETAs), se encuentran 
subordinadas a las determinaciones del ejecutivo nacional; y la política tributaria, se 
circunscribe a muy pocos impuestos afectos a ser cobrados, siendo que además la 
creación de los mismos deben ser aprobados por las instancias nacionales, antes de su 
implementación. Es decir, que en los hechos, no existe un proceso de autonomía fiscal y 
por lo tanto, no se podría alcanzar la autonomía plena. 
 
Por otro lado, la promulgación de la LMAD ha provocado la necesidad de establecer con 
claridad el tratamiento de los ingresos y de las responsabilidades de gasto. Esto por la 
existencia de determinaciones unilaterales, del Gobierno Central, sobre la forma de 
gestión económico-financiera de las Entidades Territoriales Autónomas (ETAs) y 
Universidades Públicas, ampliadas con la inestabilidad de los ingresos, que en su mayoría 
se encuentran establecidos de forma “provisional” y “transitoria” en las disposiciones 
transitorias primera a octava de la referida Ley. 
 
Adicionalmente, en la LMAD se determina la elaboración de una Ley de endeudamiento 
público (disposición transitoria quinta) y el establecimiento de una Ley de responsabilidad 
fiscal (disposición transitoria sexta), para que sean aplicables en el ámbito nacional y en 
las Entidades Territoriales Autónomas y Universidades Públicas. 
 
Todos los argumentos antes citados, hacen necesaria la existencia de una propuesta de 
pacto fiscal, para poder tener claridad en la gestión y administración de las finanzas 
públicas en todos los niveles de gobierno, ante el nuevo escenario poblacional existente. 
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Además, la disposición transitoria décima séptima de la LMAD, determina la elaboración 
de una propuesta de pacto fiscal por parte del Servicio Estatal de Autonomías, en 
coordinación con el Ministerio de Autonomías y el Ministerio de Economía y Finanzas 
Públicas, y se fija un plazo no mayor a los seis meses, para la presentación de la propuesta 
técnica del pacto fiscal, después de publicados los resultados del Censo Nacional de 
Población y Vivienda. 
 
Es por todo esto que, el presente documento pretende ser una “hoja de ruta”, dentro de 
la propuesta de pacto fiscal de las ETAs, que permita identificar los principales temas que 
deben ser evaluados y consensuados con el Gobierno Central, en pro de una distribución y 
administración adecuada de los recursos públicos. 
 

Pacto Fiscal: 
 
El pacto fiscal es el acuerdo político básico que legitima el papel del Estado Central y de 
las Entidades Territoriales Autónomas (ETAs) y Universidades Públicas, en el ámbito y 
alcance de los derechos y de las responsabilidades sobre las finanzas públicas que 
corresponden a su nivel de Gobierno. 
 
Las responsabilidades gubernamentales sobre las finanzas públicas, están referidas a 
cuatro aspectos importantes: los criterios de distribución y redistribución de ingresos para 
el cumplimiento pleno de las responsabilidades de gasto (competencias) asignadas al 
Gobierno Central, las ETAs y las Universidades Públicas, en la Constitución Política del 
Estado (CPE), la Ley Marco de Autonomías y Descentralización y la Ley de Clasificación y 
Definición de Impuestos y de Regulación para la Creación y/o modificación de Impuestos 
(LCDRI); la política de endeudamiento para todos los niveles de gobierno;  la política 
presupuestaria de todos los niveles de gobierno y; la administración financiera de las 
mismas, que implica el manejo y administración de la tesorería de las ETA, incluidas las 
Universidades Públicas.  
 
Otro aspecto importante de enfatizar, es el hecho de que Pacto Fiscal no sólo significa 
tener un acuerdo sobre la “adecuada” asignación o reasignación de los recursos 
económicos producto de la explotación de los recursos naturales y los otros ingresos 
generados por todo el Estado, entre los diferentes estamentos de la estructura 
gubernamental tanto a nivel nacional como departamental y local, sino que además debe 
ser un medio para alcanzar la sostenibilidad financiera tanto del nivel de gobierno central 
como de las ETAs y las universidades públicas. 

El pacto fiscal debe contener principios mínimos para que sea exitoso: 
 

 Se debe tomar como punto de partida la distribución de recursos existente, sobre 
la cual se tienen que realizar ajustes, mediante recursos adicionales, a la política 
de transferencias del gobierno central. 
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 Se deben establecer los criterios de distribución y/o redistribución de los recursos 
por transferencias, donde es vital la existencia de los resultados del Censo de 
Población y Vivienda del año 2012, ya que el criterio poblacional, resume la parte 
más importante de las necesidades de gasto de las ETAs y universidades públicas. 
En este punto es importante determinar no más de dos criterios, siendo uno de 
ellos el poblacional, ya que de otra forma lo que sucederá es que los cálculos de 
redistribución se vuelvan complejos y sean una “caja negra”, respecto a los 
resultados de asignación a los distintos niveles de gobierno existentes. En este 
sentido, es importante que se permita el acceso a la información de las 
recaudaciones por ingresos hidrocarburíferos, ya que hasta el presente las 
transferencias de Regalías e Impuesto Directo a los Hidrocarburos son abonadas 
directamente a las cuentas de las diferentes ETAs, sin conocimiento alguno de las 
liquidaciones de venta de los mismos. 

 

 Se deben combinar la sostenibilidad financiera con la estabilidad macroeconómica, 
lo que significa buscar el equilibrio entre una asignación de ingresos acorde con las 
competencias asignadas a las diferentes ETAs, y por otro lado, que la asignación 
realizada no produzca desequilibrios financieros que pongan en riesgo la 
estabilidad de las finanzas del Gobierno Central y por ende de la macroeconomía, 
por lo que el concepto de responsabilidad fiscal debe ser debatido y definido con 
claridad. 

 

 Se deben establecer “reglas de juego” muy claras y no generales, respecto a 
aspectos puntuales tales como el endeudamiento, la autonomía en la 
administración presupuestaria, la autonomía en la gestión administrativa-
financiera de las ETAs  y universidades públicas, y las reglas de responsabilidad 
fiscal, entre otros. 

 

 Se deben determinar acuerdos de largo plazo, lo que significa que los mismos 
deben ser ratificados por leyes del Estado, y no así mediante Decretos Supremos 
que son susceptibles a tener modificaciones por parte del Gobierno que se 
encuentre en funciones. Además, que los consensos logrados deben convertirse 
en políticas de Estado. 

 

 Se debe crear un mecanismo de coordinación y control permanente, para el 
cumplimiento de las determinaciones realizadas en el pacto fiscal, siendo el 
objetivo fundamental de la misma la ejecución y cumplimiento claro y eficiente de 
los consensos establecidos. 

 

 Se debe establecer claramente, la necesidad de que la autoridad fiscal este 
repartida entre todos los participantes del pacto fiscal, esto con la visión de que 
desaparezcan las prácticas unilaterales del Gobierno Central, sobre cambios en el 
régimen presupuestario y financiero. 
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Transferencias: 
 
La clasificación de las transferencias: 
  
Las transferencias se pueden clasificar de dos maneras: por el origen de los recursos y por 
el uso y acceso a las mismas. 
 
Por el origen, las transferencias pueden ser: Sistemáticas, No Sistemáticas y 
Discrecionales. 
 
Las Sistemáticas, son aquellas transferencias que se ejecutan en forma habitual pues el 
origen de los fondos son estables y predecibles, los ejemplos más claros de este tipo de 
transferencias son la Coparticipación Tributaria y el IEHD, siendo que su destino es de 
carácter universal, es decir sin ninguna condicionante particular. 
 
Las No Sistemáticas, son transferencias no recurrentes en el tiempo para todos los 
posibles beneficiarios de las mismas, específicamente son las que se enmarcan en la 
Política Nacional de Compensación y son canalizadas a través del Fondo Nacional de 
Desarrollo Regional (FNDR). El origen de estos recursos son las diferentes fuentes de 
financiamiento internacionales ya sean créditos o donaciones de países y organismos de 
cooperación internacional, no siendo una fuente estable y recurrente de recursos, ya que 
el monto disponible varía año a año, además que depende de variables como la gestión 
política y prioridades de las instancias cooperantes. 
 
Las Discrecionales, corresponde en su mayoría a proyectos específicos financiados o 
cofinanciados por diferentes instancias de gobierno o recursos de la cooperación 
internacional. La discrecionalidad se hace evidente ante la ausencia de criterios uniformes 
y preestablecidos para acceder a estos recursos, por ejemplo, inversión concurrente 
(Gobernaciones-Municipios), subvenciones extraordinaria a las universidades, “Evo 
Cumple” mediante la asignación de recursos a municipios, entre otras. 
 
Desde la perspectiva del uso de los recursos y el acceso, las transferencias pueden ser 
condicionadas o no condicionadas. La condicionalidad o no, viene determinada por el 
establecimiento de restricciones o controles sobre el tipo de gasto o de programa a que 
deben aplicarse los fondos transferidos y, determinados por el nivel jurisdiccional que 
concede la subvención. 
 
Bajo este criterio, la totalidad de las transferencias son condicionadas, aspecto que se 
refleja de manera muy concreta con las restricciones de gasto existentes  entre la 
inversión y el gasto corriente (Gobernaciones: 15% Gasto Corriente y 85% Gasto de 
Inversión; y Municipios: 25% Gasto Corriente y 75% Gasto de Inversión), y después con la 
ampliación mediante la asignación competencial de la CPE y la LMAD, además de estar  
afectas a decisiones del Gobierno Central mediante Decretos Supremos para la 
modificación de los destinos y porcentajes de gasto de las transferencias que son 
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realizadas (tales como: SUMI 10%, Deportes 3% (Ley SUMI y Ley del Deporte) o 10% de 
IDH para seguridad ciudadana. 
 
 

 
 

 
 
 
 
 

Origen	y	Destino	de	los	Recursos	Departamentales

ORIGEN DESTINO

Regalias	Departamentales 15%

Hidrocarburos	(CPE	y	Ley	de	Hidrocarburos)

Minería	(Código	Minero) Gastos	Administrativos	y	de	Funcionamiento

Forestales

85%

Fondo	de	Compensación

(Ley	Marco	de	Autonomías	y	Descentralización) Proyectos	de	Inversión	Pública.

(D.S.	23813,	10%	IEHD	para	el	Fondo	de Programa	de	mantenimiento	de	carreteras	y

Compensación) caminos.

Programas	de	Asistencia	Social.
IEHD Intereses	y	Amortizaciones	Deuda	Pública.

(Ley	Marco	de	Autonomías	y	Descentralización) Programas	no	recurrentes.
25%	del	IEHD

IDH 100%

(Ley	de	Hidrocarburos) Educación,	Salud,	Desarrollo	Productivo	y	todo

(Decretos	Supremos:28421,28223	y	29322) lo	que	contribuya	a	la	generación	de	fuentes		

de	trabajo

Fuente:	Elaboración	propia.

Origen	y	Destino	de	los	Recursos	Municipales

ORIGEN DESTINO

Recursos	Propios 25%	(*)
Impuesto	a	la	Propiedad	de	Bienes	Inmuebles

Impuesto	a	Vehículos	Automotores Gastos	Administrativos	y	de	Funcionamiento

Tasas	y	Patentes

75%(*)

Coparticipación	Tributaria

20%	de	7	impuestos	nacionales Proyectos	de	Inversión	Pública.

HIPC	II

Condonación	de	Deuda	Externa 20%	Educación	Escolar

10%	Salud	Pública

70%	Infraestructura	productiva	y	Social

IDH 100%

(Ley	de	Hidrocarburos) Educación,	Salud,	Desarrollo	Productivo	y	todo

(Decretos	Supremos:28421,28223	y	29322) lo	que	contribuya	a	la	generación	de	fuentes		

de	trabajo

Fuente:	Elaboración	propia.

(*)	incluye	para	su	cálculo	los	recursos	HIPC	II
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Fuente: Elaboración propia en base a la Ley Marco de Autonomías y Descentralización. 

 
 
Las principales características de las transferencias en las Entidades Territoriales 
Autónomas (ETAS): 
 
Gobiernos Departamentales: 
 

 
Fuente: Memoria 2012, Ministerio de Economía y Finanzas Públicas. 
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Fuente: Memoria 2012, Ministerio de Economía y Finanzas Públicas. 

 
 
Las transferencias a los Gobiernos Departamentales tienen las siguientes características 
principales: 
 

1) Tiene un alto grado de dependencia de la discrecionalidad del Gobierno Central, 
referente a los montos a ser transferidos1, por lo que existe una volatilidad muy 
grande respecto a las proyecciones de transferencias efectivas, tal como se 
muestra con la caída de los ingresos por IDH el año 2008, en la búsqueda de 
fuentes de financiamiento de la Renta Universal de Vejez (Renta Dignidad) y el 
IEHD los años 2009 y 2010, en la búsqueda de recursos adicionales para YPFB. 

 
2) Un factor adicional, para la volatilidad de los mismos, es que obedecen en un 

100% a los precios internacionales del petróleo y los minerales, tal como se 
muestra con la caída de los ingresos los años 2009 y 2010 (IDH, IEHD y Fondo 
Compensatorio), producto de la crisis financiera internacional, por lo que 
introduce el factor de incertidumbre debido al comportamiento de los mercados 
internacionales del petróleo. Más del 85% de los ingresos departamentales son 
producto de la actividad hidrocarburífera, que como se expresó anteriormente 
tiene características muy importantes de volatilidad, por lo que la asignación de 
competencias de gasto sobre estos ingresos es muy inestable. 

                                                             
1
 El IDH ha sufrido una confiscación del 72% el año 2008, y el IEHD es reducido con el incremento en la emisión de las notas de crédito 

fiscal, las cuales no coparticipan, y que han representado hasta el 25% de las recaudaciones por este impuesto. 
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3) La alta dependencia de las transferencias relacionadas con la explotación de 

recursos naturales, en especial de los hidrocarburos, hace que las transferencias 
sean procíclicas, lo que implica que les sean asignadas mayores responsabilidades 
de gasto (competencias) cuando existe un crecimiento de estos ingresos, lo que 
no sucede cuando se da el efecto inverso, es decir la contracción de estos ingresos 
implicará la existencia de ejecuciones deficitarias de las competencias o la no 
provisión de los servicios públicos asignados (por ejemplo, poner en riesgo el 
financiamiento de los hospitales de tercer nivel). Es por esta razón, que se deben 
establecer fuentes más estables de transferencias y la creación de fondos de 
estabilización. 

 
4) El diseño de transferencias establecido hace que existan grandes diferencias de 

ingresos per cápita entre los diferentes departamentos, esto producto no de los 
criterios de asignación poblacionales sino más bien producto de la búsqueda de 
“igualación” de ingresos a nivel departamental, el IDH es el que muestra este 
fenómeno de manera más plausible. 

 
5) Al encontrarse en un periodo de crecimiento alto (entre un promedio del 20% al 

25%) de las transferencias que dependen principalmente de los hidrocarburos, 
tienen una alta probabilidad de que el Gobierno Central incremente la asignación 
de las responsabilidades de gasto. 
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Gobiernos Municipales: 
 
 

 

 
Fuente: Elaboración propia en base a la Memoria 2012, Ministerio de Economía y Finanzas Públicas. 
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Las principales características de las transferencias municipales son: 
 

1) Tienen un mayor grado de independencia de las transferencias, es decir de la 
discrecionalidad en el manejo de los recursos por parte del Gobierno Central, al 
tener una fuente importante de recursos generados por recaudaciones propias de 
los impuestos a la propiedad de bienes inmuebles y vehículos automotores, 
además de las recaudaciones por tasas y patentes, e ingresos de capital por 
endeudamiento, que en total superan el 28% de sus ingresos, por lo que pueden 
tener una mejor programación de sus presupuestos de gastos, dadas unas 
previsiones de ingresos más estables. 

 
2) Son menos volátiles a los movimientos de precios internacionales de los 

hidrocarburos, ya que sólo dependen directamente de ellos en un 34,4% (IDH), 
además de tener fuentes que obedecen fundamentalmente al desenvolvimiento 
económico del mercado interno que representa un 65% el total de sus ingresos 
(Coparticipación Tributaria , Impuestos Internos Municipales, Tasas y Patentes, y 
Endeudamiento Interno). 

 
3) Existe mayor uniformidad, per cápita, de los ingresos que les son asignados por 

coparticipación tributaria, es decir que los criterios de distribución por población 
promueven una igualación mayor y mejor entre los distintos gobiernos 
municipales. 

 
4)  Son mejores sujetos de crédito, al tener menor volatilidad en sus transferencias, 

tienen mayor seguridad de poder hacer frente a obligaciones de mediano y largo 
plazo, ya que tienen una base de ingresos por transferencias ciertas 
(coparticipación tributaria e impuestos internos municipales). 

 
5) Sin embargo de las anteriores ventajas de las transferencias municipales, se tiene 

que las mismas son también procíclicas, ya que se les asigna mayor número de 
competencias ante un creciente nivel de transferencias, sin embargo las mismas 
pueden quedar desequilibradas si no se tiene en cuenta un nivel mínimo de 
recursos para el financiamiento adecuado de las competencias asignadas. 

 
6) El Gobierno Central, al tener coyunturas deficitarias importantes, pueden incurrir 

en la tentación de incrementar la asignación de responsabilidades de gasto, al 
nivel municipal dado su grado de independencia de ingresos. 

 
7) La existencia de transferencias crecientes e importantes, son potenciales fuentes 

de creación del fenómeno conocido como pereza fiscal, que básicamente significa 
la disminución de incentivos a ser eficientes en la recaudación de los impuestos 
propios, como consecuencia de superávits importantes en la hacienda municipal, 
que son transitorios y cíclicos, ya que las principales transferencias dependen 
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fundamentalmente de las variaciones de los precios internacionales de los 
hidrocarburos.  

 

Universidades: 
 

 
Fuente: Memoria 2012, Ministerio de Economía y Finanzas Públicas. 

 
Fuente: Elaboración propia en base a la Memoria 2012, Ministerio de Economía y Finanzas Públicas. 
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Las características principales de las transferencias de las universidades son las 
siguientes: 
 

1) Tienen una menor volatilidad de sus ingresos, al recibir buena parte de sus 
transferencias (48%) producto del 5% de la coparticipación tributaria, que no está 
relacionada con los movimientos de los precios internacionales del petróleo, lo 
que genera mayor certidumbre a la hora de realizar programaciones 
presupuestarias de gasto. 

  
2) Al tener una subvención directa del Tesoro General de la Nación, existe un grado 

importante de discrecionalidad por parte de este último al momento de tener que 
realizar ajustes presupuestarios producto de desequilibrios o insuficiencias del 
flujo de caja del TGN, lo que puede significar recortes importantes en la asignación 
de las subvenciones, y por ende provocar desajustes financieros importantes en 
las Universidades. 

 
3) El flujo tan importante de recursos por transferencias hidrocarburíferas, puede 

provocar el sobredimensionamiento en la ejecución de proyectos de inversión, 
especialmente aquellos referidos a infraestructura, por lo que es importante la 
realización de evaluaciones sobre las necesidades versus la población de 
estudiantes que demandan educación superior. 

 
4) El incremento de las transferencias hidrocarburíferas, estimula al Gobierno 

Central a realizar dos acciones: reducir las subvenciones directas del TGN y buscar 
los mecanismos para asignar responsabilidades de gasto nacionales adicionales 
con recursos de las universidades. 

 

Aspectos Centrales de las Transferencias en la Propuesta de Pacto Fiscal: 
 

1) Las transferencias referidas a la coparticipación tributaria de los Impuestos 
Internos tienen mayor estabilidad y certidumbre en la asignación y programación 
de responsabilidades de gasto (competencias). Por lo que, además de mejorar las 
transferencias de Municipios y Universidades, se deben incluir a los Gobiernos 
Departamentales en la coparticipación tributaria. 

 
2) Las transferencias relacionadas tanto con la explotación de los recursos naturales 

como las de Impuestos Internos (Coparticipación), deben tener un acuerdo de 
estabilidad, es decir que el Gobierno Central no pueda realizar modificaciones a 
los criterios y porcentajes que sean acordados, ante posibles necesidades de 
financiamiento adicional. 

 
3) Las transferencias relacionadas con la explotación de los recursos naturales, en 

especial hidrocarburos, deben contener un acuerdo sobre precios mínimos de los 
recursos naturales, para la asignación de competencias. Es decir que si los precios 
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son menores a los mínimos establecidos, existan recursos compensatorios 
producto de: una transferencia compensatoria adicional, ejecución de los saldos 
en caja y bancos, y fondos de estabilización que deben ser establecidos en cada 
uno de las ETAs  y universidades públicas. 

 
4) Se deben establecer de manera permanente, y no de forma transitoria los 

porcentajes y los criterios de distribución de las transferencias ya consolidadas 
(Coparticipación Tributaria, Fondo Compensatorio y, el Impuesto Especial a los 
Hidrocarburos y sus Derivados), lo que significa que las mismas sean retiradas de 
las disposiciones transitorias tercera, cuarta, séptima y octava de la Ley Marco de 
Autonomías y Descentralización. 

 
5) Se deben establecer metas plurianuales de recaudaciones de los impuestos 

internos municipales, ya que esto permitirá no caer en fenómenos de “Pereza 
Fiscal”. 

 
6) El criterio principal de asignación de las transferencias debe ser el poblacional, ya 

que es el que no genera disparidades entre las diferentes ETAs , con la salvedad de 
tomar  la población estimada de cada año pos censal para efectos redistributivos y 
así evitar distorsiones que genera en el mediano plazo la movilidad poblacional. 

 
 

El Decreto Supremo Nº 29528:  

Mediante el artículo 2º numeral II del presente Decreto se modifica el plazo para el pago 
de las Regalías y la participación del T.G.N., de mensual anticipada,  a 90 días, con lo que 
se pretende realizar un solo pago pasados los tres meses de realizada la operación de 
producción (Artículo 17 del D.S. Nº 28222). 
 
Mediante el artículo 2º numeral III del presente Decreto se modifica el Artículo 18 del D.S. 
Nº 28222, eliminando de la liquidación a todos los beneficiarios de Regalías, manteniendo 
al Tesoro General de la Nación con el pago anticipado.  
 
Mediante el artículo 2º numeral V del presente Decreto se modifica el Artículo 20 del D.S. 
Nº 28222, estableciéndose el pago sólo en dólares, con lo que pretenden que el cambio a 
bolivianos sea realizado con el tipo de cambio del día 90 del proceso de liquidación, lo que 
implica que existirá una pérdida potencial por la apreciación del tipo de cambio al 
momento del pago. 
 
Mediante el artículo 2º numeral VI del presente Decreto se modifica el Artículo 23 del 
D.S. Nº 28222, deduciendo de la liquidación de la Regalías y las otras participaciones 
el costo de compresión, que antes era asumido por la empresa productora, además de 
estar en contraposición a lo establecido en el artículo 56 último párrafo de la Ley de 
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Hidrocarburos Nº 3058, donde se prohíbe expresamente la deducción del costo antes 
mencionado. 
 
Mediante el artículo 2º numeral VII del presente Decreto se modifica el Artículo 8 del D.S. 
Nº 28223, y se establecen los 90 días para la liquidación del IDH, además introduce la 
discrecionalidad para que el Servicio de Impuestos Nacionales, mediante Resolución 
Administrativa amplíe el plazo para la liquidación del mismo. 
 
Los Decretos Supremos Nºs 28222 y 28223, establecían el pago mensual anticipado de las 
facturas de venta de hidrocarburos, para la liquidación de las participaciones de regalías e 
IDH, respectivamente, esto con el objetivo de preservar la estabilidad del flujo de caja de 
Gobernaciones, Universidades, Municipios y el Tesoro General de la Nación, y era 
realizado por cada una de las empresas petroleras. 
 
 
Producto del Decreto Supremo Nº 29528, se han provocado las siguientes 
distorsiones: 
  

a) Desequilibrio Presupuestario de las Gobernaciones, Municipios y Universidades, 
ya que sólo se reciben los ingresos de 9 meses y no de la totalidad del año tal 
como se presupuesta;  
 

b) Pérdida de ingresos por el diferencial cambiario potencial que podría darse entre 
el valor en dólares el momento de la producción y la liquidación en bolivianos, 90 
días después;  
 

c) Reducción de ingresos por regalías e IDH, al incluir la deducción de los costos de 
compresión que antes era asumido por la empresa productora;  
 

d) Incertidumbre en la liquidación de los recursos de regalías e IDH, dada la potestad 
del Servicio de Impuesto Nacionales, para ampliar el plazo para la liquidación a 
más de 90 días, mediante Resolución Administrativa. 

 

La Coparticipación Tributaria: 
 
Los impuestos coparticipables son: Impuesto a las Utilidades, Impuesto al Valor Agregado, 
Impuesto al Consumo Específico, Régimen Complementario al IVA, Impuesto a las 
Transacciones, Impuesto a los Viajes al Exterior, Gravamen Arancelario, y el Impuesto a la 
Transferencia Gratuita de Bienes.  
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Fuente: SIN y Memoria 2012, Ministerio de Economía y Finanzas Públicas. 

 

Claramente, el comportamiento de los impuestos coparticipables (8) es estable y 
creciente en el tiempo, además que como se muestra en el gráfico, es menos afecto a la 
volatilidad de la coyuntura de los mercados internacionales. Lo que se refuerza cuando se 
hace evidente el crecimiento estable de la coparticipación tributaria tanto municipal 
como universitaria. 
 
Es importante mencionar que los principales impuestos coparticipables son:  el Impuesto 
a las Utilidades, el Impuesto al Valor Agregado (en especial el de las importaciones) y el 
Impuesto a las Transacciones, que son impuestos que dependen fundamentalmente de 
la estabilidad del mercado interno, y de su comportamiento macroeconómico. 
 
Los porcentajes de coparticipación son del 20% para los municipios, distribuidos por el 
criterio poblacional, y el 5% para las universidades, de igual manera asignados por el 
criterio poblacional, pero en este caso departamental. 
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Fuente: SIN y Memoria 2012, Ministerio de Economía y Finanzas Públicas. 

 

  
   Fuente: Elaboración propia en base a información del SIN y del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas. 

 
Por otro lado, se establece que el crecimiento promedio, si bien es más conservador, que 
en los relacionados con los hidrocarburos, es muy importante en los principales 
impuestos que la componen, alcanzando niveles entre los 20% y 25% de crecimiento 
anual promedio en los últimos siete años, lo que refuerza aún más la propuesta de que la 
coparticipación tributaria debe ser ampliada al nivel departamental, y reforzar los niveles 
municipales y el de las universidades.  
 
Un aspecto fundamental de tener en cuenta en la propuesta de pacto fiscal, en lo que 
se refiere al potencial acceso a mayores recursos, es que los cambios poblacionales 
entre el Censo del año 2001 y el 2012, sólo alcanzan a incrementos de alrededor del 

Variación	Porcentual	de	los	Impuestos	Coparticipables 2005-2006 2006-2007 2007-2008 2008-2009 2009-2010 2010-2011 2011-2012
Crecimiento	
Promedio

Impuestos	a	las	Utilidades 34,15 10,60 43,55 56,97 -17,10 27,34 22,92 25,49

Impuesto	al	Consumo	Específico	Mercado	Interno 19,92 16,61 18,34 11,20 16,18 18,73 12,43 16,20

Impuesto	al	Consumo	Específico	Importaciones 47,95 51,85 22,36 -38,04 2,68 67,62 -9,66 20,70

Impuesto	al	Valor	Agregado	Mercado	Interno 28,43 18,63 14,66 1,77 7,20 20,93 29,82 17,35

Impuesto	al	Valor	Agregado	Importaciones 13,61 20,80 32,51 -12,17 25,04 51,74 7,83 19,91
Régimen	Complementario	al	IVA 0,93 0,93 18,81 11,20 -9,03 5,73 0,72 4,18

Impuesto	a	las	Transacciones 6,34 14,85 23,07 -15,42 4,02 25,97 14,80 10,52

Impuesto	a	los	Viajes	al	Exterior 25,00 -17,50 -6,06 22,58 23,68 10,64 -1,92 8,06
Gravamen	Arancelario	(GA) 20,24 26,55 38,39 -6,45 15,17 37,72 17,39 21,29

Impuesto	a	la	Transferencia	Gratuita	de	Bienes 28,57 22,22 27,27 28,57 11,11 10,00 4,55 18,90
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2% en la actual estructura de coparticipación, es decir que los beneficios por el 
incremento poblacional serán muy pequeños. 

 

 
Fuente: Elaboración propia en base a información del INE. 

 
Lo anterior implica, que para poder mejorar las transferencias por coparticipación 
tributaria, estas deberán ser por un incremento en la participación porcentual. 
 

La Transferencia por Coparticipación Tributaria del Impuesto Especial a 
los Hidrocarburos y Derivados: 

El Impuesto Especial a los Hidrocarburos y Derivados (IEHD), fue creado mediante la Ley 
de Descentralización Nº 1654, con el objetivo fundamental de proveer de una fuente 
importante, estable y creciente de recursos al gobierno central y a las gobernaciones 
departamentales, mediante la imposición de una alícuota al consumo interno de 
hidrocarburos. De manera muy similar, que en el caso de la coparticipación tributaria, se 
utiliza el criterio poblacional, pero además el “criterio de igualación”, es decir en partes 
iguales a todos los beneficiarios. Es así que se establece un 25% de coparticipación 
tributaria del total de las recaudaciones del IEHD, siendo distribuida en un 50% en partes 
iguales entre los 9 departamentos y un 50% por población departamental.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Coparticipación	Tributaria Censo	2001 % Censo	2012 % Diferencias

Pando 52.525 0,63% 110.436 1,10% 0,47%
La	Paz 2.349.885 28,40% 2.706.351 26,99% -1,41%
Beni 362.521 4,38% 421.196 4,20% -0,18%
Cochabamba 1.455.711 17,59% 1.758.143 17,53% -0,06%
Oruro 392.769 4,75% 494.178 4,93% 0,18%
Santa	Cruz 2.029.471 24,53% 2.655.084 26,48% 1,95%
Potosí 708.695 8,56% 823.517 8,21% -0,35%
Tarija 391.226 4,73% 482.196 4,81% 0,08%
Chuquisaca 531.522 6,42% 576.153 5,75% -0,68%
Totales 8.274.325 100% 10.027.254 100% 1.752.929
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Fuente: SIN y Memoria 2012, Ministerio de Economía y Finanzas Públicas. 

 
El IEHD es un impuesto muy estable en el tiempo, el mismo se ha mantenido en niveles 
de los 2.000 millones de bolivianos anuales en promedio, la razón fundamental para que 
este tributo no sea creciente, se debe principalmente por el congelamiento de los precios 
de los hidrocarburos, y además por ser una variable de ajuste para compensar los 
menores ingresos de los productores de hidrocarburos.  
 
Por lo anterior, es importante plantear un mecanismo de compensación que esté 
relacionado con los precios internacionales de los hidrocarburos, ya que de otra manera 
este tributo, en términos reales, tendrá reducciones importantes en el tiempo. Siendo 
otro factor importante, para su deterioro, el importante incremento de la emisión de 
notas de crédito fiscal por este concepto.  
 
Es por esta razón, que las transferencias a los gobiernos departamentales por 
coparticipación del IEHD no han superado en los últimos 7 años la barrera de los Bs. 500 
millones anuales, con mínimos de Bs. 161 millones, producto de la emisión de notas de 
crédito fiscal por más de Bs. 1.100 millones en el año 2009, es decir más del doble de lo 
que se transfiere por coparticipación a los departamentos. 
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Fuente: SIN y Memoria 2012, Ministerio de Economía y Finanzas Públicas. 

 
Por todo lo anterior, es que se deben plantear dos acciones concretas en el IEHD: 
compensaciones producto de los incrementos de los precios internacionales de los 
hidrocarburos, y el establecimiento de topes de emisión de notas de crédito fiscal a un 5% 
del total de las recaudaciones, siendo la razón principal del porcentaje propuesto, el 
comportamiento de la emisión de notas de crédito fiscal en promedio durante los 10 años 
anteriores al año 2005.  
 

El Impuesto Directo a los Hidrocarburos: 

La Ley de Hidrocarburos 3058, del 17 de mayo de 2005, en relación al Impuesto Directo a 
los Hidrocarburos señala lo siguiente: 
 
“Artículo 57 (Distribución del Impuesto Directo a los Hidrocarburos). El Impuesto Directo a los 
Hidrocarburos (IDH), será coparticipado de la siguiente manera:  
 

a) Cuatro por ciento (4%) para cada uno de los departamentos productores de 
hidrocarburos de su correspondiente producción departamental fiscalizada.  
b) Dos por ciento (2%) para cada Departamento no productor.  
c) En caso de existir un departamento productor de hidrocarburos con ingreso menor al 
de algún departamento no productor, el Tesoro General de la Nación (TGN) nivelará su 
ingreso hasta el monto percibido por el Departamento no productor que recibe el mayor 
ingreso por concepto de coparticipación en el Impuesto Directo a los Hidrocarburos (IDH).  
d) El Poder Ejecutivo asignará el saldo del Impuesto Directo a los  Hidrocarburos 
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(IDH) a favor del TGN, Pueblos Indígenas y Originarios, Comunidades Campesinas, 
de los Municipios, Universidades, Fuerzas Armadas, Policía Nacional y otros.” 

 
Posteriormente se emite el Decreto Supremo No 28223, que en su artículo 8, estableció la 
distribución del IDH entre las Prefecturas (12,5% del valor total recaudado en efectivo, a 
favor de las Prefecturas de los Departamentos productores de Hidrocarburos, distribuido 
según su producción departamental; y 31,25% del valor total recaudado en efectivo, que 
se distribuirá a las Prefecturas de los Departamentos no productores de Hidrocarburos a 
razón de 6,25% a cada una.) y el Tesoro General de la Nación (TGN), en el mismo se 
establece asignaciones para los Municipios y Universidades del saldo del TGN, el mismo 
fue sustituido por el Decreto Supremo No 28421, es claro que en el D.S. No 28223 se 
preservaba en su totalidad a lo establecido en el artículo 57 de la Ley No 3058 y lo 
establecido en la Constitución Política del Estado en su artículo 146 numeral III que 
determina “Los recursos departamentales, municipales, judiciales y universitarios 
recaudados por oficinas dependientes del Tesoro Nacional, no serán centralizados en 
dicho Tesoro.”. 
 
En el Decreto Supremo No 28421, se determinó una reasignación al interior de los 
porcentajes originales de las Prefecturas, establecidas en la Ley No 3058 y el Decreto 
Supremo No 28223, incluyéndose en las mismas a los Municipios y Prefecturas, es decir 
un 8,62% para Universidades, 34,48% para Municipios y 56,9% para las Prefecturas de 
Departamento. 
 
Además de un 5% adicional del IDH total, para los Municipios y Universidades de los 
Departamentos de La Paz, Cochabamba y Santa Cruz que eran asignados de acuerdo a la 
población de cada departamento, y además distribuyendo este 5% adicional (que se 
incrementó hasta un 8% en el año 2008) en una proporción de 80% para Municipios y 
20% para Universidades. 
 
El 24 de octubre del año 2007, mediante el Decreto Supremo No 29322, el Poder 
Ejecutivo reasigna los porcentajes de IDH (establecidos en el Decreto Supremo No 28421) 
de 56,9% a sólo 24,39% a las Prefecturas, los Municipios pasan de un 34.48% a un 66,99%, 
y las Universidades se mantienen con un 8.62%. 
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Fuente: SIN y Memoria 2012, Ministerio de Economía y Finanzas Públicas. 

 
El comportamiento de este impuesto es muy creciente e importante desde el momento 
de su creación, sin embargo adolece de tres problemas principales: su crecimiento está 
basado en la coyuntura internacional muy favorable de los precios de los hidrocarburos, 
por lo que su comportamiento depende de variables exógenas, aspecto que se demostró 
en la crisis internacional de los años 2008-2010, con la caída de sus recaudaciones; ha 
creado grandes diferencias al interior de las ETAs; los municipios capitales de 
departamento reciben hasta 3 veces más recursos por IDH que las gobernaciones 
departamentales, esto producto de los criterios ad hoc y políticos para la asignación de 
los porcentajes; las asignaciones per cápita a nivel departamental y municipal, se 
encuentran totalmente distorsionadas, haciendo que los municipios con mayor población, 
y por ende con mayores necesidades de financiamiento, reciban menos recursos que 
aquellos municipios que tienen mucha menor población. 
 
Al no utilizar criterios de asignación claros, el IDH ha creado disparidades muy 
importantes, tal como se muestra en los cuadros siguientes. 
 
Las transferencias IDH a las Gobernaciones, en términos per cápita, muestran que Pando 
recibe Bs. 3.514 por persona, mientras que los Departamentos de La Paz y Santa Cruz 
reciben respectivamente Bs. 78,56 y Bs. 90,96 por persona. 
 
Las diferencias se ahondan aún más, si tomamos en cuenta las transferencias del IDH a 
los municipios, en términos per cápita, muestran que Pando recibe Bs. 9.654 por persona, 
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mientras que los Departamentos de La Paz y Santa Cruz reciben respectivamente Bs. 
396,70 y Bs. 413,21 por persona. 
    

 

Fuente: Elaboración propia en base a información del SIN y del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas. 

 

Las Pérdidas de Transferencias por la Emisión de Notas de Crédito Fiscal 
(2005-2012): 
 
Las notas de crédito fiscal, son títulos valores para el pago de obligaciones tributarias, son 
adelantos de recaudaciones tributarias que realiza el Gobierno Central, para el pago de 
sus obligaciones, en especial con empresas petroleras y otros acreedores tales como 
empresas constructoras. 
 
 
El principal problema de las notas de crédito fiscal, es que a pesar de ser ingresos por 

Transferencias	por	IDH	Gobernaciones	(Per	Cápita) 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012
(En	Bolivianos)

Pando 2.155,16 3.722,04 4.032,37 2.174,20 1.871,49 1.955,26 2.610,19 3.514,52
La	Paz 48,17 83,20 90,13 48,60 41,83 43,70 58,34 78,56
Beni 312,26 539,28 584,24 315,02 271,16 283,29 378,18 509,21
Cochabamba 37,10 134,30 143,02 84,91 67,53 70,55 94,18 126,81
Oruro 288,21 497,75 539,25 290,76 250,27 261,48 349,06 470,00
Santa	Cruz 30,40 96,82 102,29 59,33 48,44 50,60 67,55 90,96
Potosí 159,73 275,86 298,86 161,14 138,71 144,91 193,45 260,48
Tarija 356,83 639,02 698,83 395,42 337,15 361,17 476,45 621,64
Chuquisaca 138,47 367,81 391,33 236,68 184,94 193,22 257,94 347,30

Transferencias	por	IDH	Municipios	(Per	Cápita) 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012
(En	Bolivianos)

Pando 493,10 2.256,07 2.442,65 4.980,49 5.140,41 5.370,78 7.169,92 9.654,45
La	Paz 20,47 103,66 130,86 210,39 211,24 220,73 294,61 396,70
Beni 71,44 326,88 353,91 721,61 744,78 778,16 1.038,84 1.398,82
Cochabamba 18,89 114,45 134,09 236,93 245,38 256,37 342,24 460,81
Oruro 65,94 301,70 326,66 666,04 687,43 718,23 958,83 1.291,09
Santa	Cruz 18,28 106,78 130,82 214,59 220,06 229,91 306,88 413,21
Potosí 36,55 167,21 181,04 369,13 380,98 398,06 531,40 715,54
Tarija 86,14 387,24 423,54 897,95 926,06 992,01 1.308,45 1.707,45
Chuquisaca 32,36 222,94 237,06 478,63 507,98 530,74 708,53 954,05
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pago de impuestos, estas no coparticipan, esta es una práctica dentro de las finanzas 
públicas que tiene más de dos décadas de aplicación, sin embargo las mismas no 
superaban el 5% del total de las recaudaciones impositivas. 
 
Aspecto que se ha distorsionado de manera muy importante a partir del año 2009, esto 
por la existencia de grandes emisiones de notas de crédito fiscal de los principales 
impuestos coparticipables: El Impuesto a las Utilidades (Bs. 2.779 millones) y el Impuesto 
al Valor Agregado (Bs. 1.021 millones) . 
 
El tema fundamental de las notas de crédito fiscal se basan en que las mismas tienen una 
tendencia creciente explosiva, el caso más claro es el del Impuesto a las Utilidades que ya 
está representando más del 20% de las recaudaciones totales por este tributo.   
 
 

 
Fuente: SIN y Memoria 2012, Ministerio de Economía y Finanzas Públicas. 

 
Cuando se hace la evaluación de la no coparticipación de los impuestos, pérdida por 
menor recaudación, estas han pasado de Bs. 374,5 millones en el año 2005 a Bs. 1.132 el 
año 2012, lo que significa alrededor del 20% del total de los recursos de coparticipación 
tributaria.  
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Fuente: Elaboración propia en base a información del SIN y del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas. 

 

 
Fuente: Elaboración propia en base a información del SIN y del Ministerio de Economía y Finanzas Públicas. 

 
En el caso del IEHD, la emisiones son proporcionalmente más altas que las que se dan en 
la coparticipación tributaria, es decir que han existido años (2009 y 2012) que las notas de 
crédito fiscal han superado en más del 100% a las recaudaciones en efectivo, superando 
las pérdidas por no coparticipación los Bs. 350 millones anuales.   
 
Se muestra de manera muy nítida que las recaudaciones en papeles del IEHD, son una 
“variable de ajuste” para las recaudaciones en efectivo, tal como se hace evidente en el 
gráfico, donde se muestra que cuando existen caídas pronunciadas de las recaudaciones 
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en efectivo (año 2009), producto de la crisis financiera internacional, son contrarrestadas 
con mayores recaudaciones en papeles, por consiguiente con mayores pérdidas de 
recaudaciones departamentales, ya que las mismas no son coparticipables. 
 
Es importante plantear esta problemática en los acuerdos del Pacto Fiscal, con dos 
propuestas específicas: Se pueden realizar emisiones de notas de crédito fiscal con topes 
máximos sobre el total de las recaudaciones, es decir que la coparticipación se deba 
realizar sobre el total de las recaudaciones, y no sólo sobre las recaudaciones “en efectivo” 
tal como está planteado hasta ahora en la Ley Marco de Autonomías y Descentralización; 
Se deben buscar alternativas de incentivos tributarios diferentes para las petroleras, ya 
que más del 70% de las notas de crédito fiscal están dirigidas al pago por parte de YPFB a 
las petroleras. 
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Análisis de la Política Fiscal de los Gobiernos Autónomos 
 

Introducción: 
 
La definición de la política fiscal para los gobiernos autónomos es fundamental por tres 
consideraciones específicas: 
 

1) Sostenibilidad Financiera: es decir que se tenga certidumbre de los recursos de los 
que se dispone para poder garantizar de manera efectiva la ejecución de las 
responsabilidades de gasto (competencias), establecidas en la Constitución 
Política del Estado. 
 

2) Alcanzar la Autonomía Fiscal, que significa tener: Capacidad de Generar y 
Administrar los Ingresos : Política de Transferencias y Tributaria (Transferencias, 
Impuestos, Tasas y Contribuciones Especiales); Capacidad de toma de Decisiones 
de Gasto: Política Presupuestaria (Asignación de Competencias) y Capacidad de 
definir la Política de Endeudamiento: Política de Crédito Público (Determinación 
de montos, plazos, tasas y tipos de endeudamiento), en síntesis establecer las 
reglas de política fiscal de los gobiernos autónomos. 
 

3) Planificación Financiera: una vez que se tiene garantizada la fuente de ingresos y 
las reglas de política fiscal, se puede realizar la planificación financiera de mediano 
y largo plazo, con el objetivo de realizar previsiones de endeudamiento y creación 
de fondos de inversión, además de no caer en desequilibrios financieros y 
garantizar la sostenibilidad financiera de los gobiernos autónomos. 

 

Política de Ingresos y Presupuestaria: 
 
La Constitución Política del Estado (CPE), sobre la política de ingresos y presupuestaria 
determina lo siguiente: 
 
Artículo 321. I. La administración económica y financiera del Estado y de todas las 
entidades públicas se rige por su presupuesto…. 
III El Órgano Ejecutivo presentará a la Asamblea Legislativa Plurinacional, al menos dos 
meses antes de la finalización de cada año fiscal, el proyecto de ley del Presupuesto General 
para la siguiente gestión anual, que incluirá a todas las entidades del sector público. 

Lo más importante de este artículo, implica que el gobierno central debe consolidar los 
presupuestos de todos los gobiernos autónomos, y no así establecer reglas de manejo, 
administración y disposición de los mismos, lo que involucra establecer la política 
presupuestaria de los gobiernos autónomos. 
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V El Órgano Ejecutivo, a través del Ministerio del ramo, tendrá acceso directo a la 
información del gasto presupuestado y ejecutado de todo el sector público. El acceso incluirá 
la información del gasto presupuestado y ejecutado de las Fuerzas Armadas y la Policía 
Boliviana. 

Este parágrafo, establece la fiscalización de los presupuestos de los gobiernos autónomos, 
aspecto que se encuentra consolidado con la implementación del SIGEP (Sistema de 
Gestión Pública Ex – SIGMA). Sin embargo, el mismo establece los techos de ingresos 
anuales que se tienen, y que son asignados entre agosto y septiembre del año precedente, 
y que son “reformulados” recién entre los meses de septiembre y diciembre del año al que 
corresponde el presupuesto, imposibilitando a los gobiernos autónomos a poder 
programar y peor ejecutar estos ingresos adicionales. 
 
Artículo 340. I. Las rentas del Estado se dividen en nacionales, departamentales, 
municipales, e indígena originario campesinas y se invertirán independientemente por sus 
Tesoros, conforme a sus respectivos presupuestos. 

El parágrafo I establece de manera meridiana que el destino y utilización de los recursos 
que son transferidos y los ingresos propios de los gobiernos autónomos, deben ser 
determinados por estos y no por el gobierno central. 

II. La ley clasificará los ingresos nacionales, departamentales, municipales e indígena 
originario campesinos. 

III. Los recursos departamentales, municipales, de autonomías indígena originario 
campesinas, judiciales y universitarios recaudados por oficinas dependientes del nivel 
nacional, no serán centralizados en el Tesoro Nacional. 

El parágrafo III, determina claramente la inviolabilidad de los recursos de los diferentes 
gobiernos autónomos, lo que significa que los mismos no pueden ser confiscados o 
dispuestos en su utilización por parte del gobierno central.  

IV. El Órgano Ejecutivo nacional establecerá las normas destinadas a la elaboración y 
presentación de los proyectos de presupuestos de todo el sector público, incluidas las 
autonomías. 

Este parágrafo ratifica lo expresado en el parágrafo I, respecto a la correspondencia de los 
gobiernos autónomos del destino y uso de sus recursos. 

Artículo 341. Son recursos departamentales: 
 
1. Las regalías departamentales creadas por ley;  
2. La participación en recursos provenientes de impuestos a los Hidrocarburos según los 
porcentajes previstos en la Ley. 
3. Impuestos, tasas, contribuciones especiales y patentes departamentales sobre los recursos 
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naturales. 
4. Las transferencias del Tesoro General de la Nación destinadas a cubrir el gasto en servicios 
personales de salud, educación y asistencia social. 
5. Las transferencias extraordinarias del Tesoro General de la Nación, en los casos 
establecidos en el artículo 339.I de esta Constitución. 
6. Los créditos y empréstitos internos y externos contraídos de acuerdo a las normas de 
endeudamiento público y del sistema Nacional de Tesorería y Crédito Público. 
7. Los ingresos provenientes de la venta de bienes, servicios y enajenación de activos. 
8. Los legados, donaciones y otros ingresos similares. 
 
Existen dos interpretaciones sobre este artículo: que al hablar del departamento, incluye 
a todos los gobiernos autónomos del departamento y la que sólo se refiere al Gobierno 
Autónomo Departamental. Sin embargo lo sensible de este artículo radica en el hecho 
que los porcentajes y criterios de asignación de los recursos sean determinados por Ley, 
lo que implica la existencia de discrecionalidad en la Asamblea Legislativa Plurinacional, 
para su determinación y modificación (ver 368). 
 
En lo que se refiere a la política presupuestaria, es clara respecto a que es una potestad de 
cada uno de los gobiernos autónomos. 
 
La Ley Marco de Autonomías y Descentralización establece lo siguiente respecto a los 
ingresos y el presupuesto de los gobiernos autónomos: 
 
El CAPÍTULO II, referente a los RECURSOS DE LAS ENTIDADES TERRITORIALES 
AUTÓNOMAS, en sus artículos 103, 104, 105, 106, 107, no presenta variaciones 
significativas con el sistema de asignación y transferencias en actual aplicación y se 
establecen como principales fuentes de financiamiento las regalías departamentales, los 
impuestos de carácter departamental, las tasas y las contribuciones especiales, las 
patentes departamentales por la explotación de los recursos naturales, ingresos 
provenientes de la venta de bienes y servicios y la enajenación de activos, los créditos y 
empréstitos internos y externos contraídos, las transferencias por coparticipación 
tributaria de las recaudaciones. 
 
Sin embargo, cuando hacen referencia a las transferencias del gobierno central, son muy 
claros en la redacción, al referirse solamente a aquellas que son producto de las 
recaudaciones en efectivo, lo que implica que mientras más emisión de notas de crédito 
fiscal se realice, menor será la transferencia que se realice a los gobiernos autónomos. 
 
Artículo 104. (RECURSOS DE LAS ENTIDADES TERRITORIALES AUTÓNOMAS 
DEPARTAMENTALES). Son recursos de las entidades territoriales autónomas 
departamentales, los siguientes: 

8. Las transferencias por participación en la recaudación en efectivo del Impuesto Directo a 
los Hidrocarburos (IDH) y del Impuesto Especial a los Hidrocarburos y Derivados (IEHD), y los 
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establecidos por ley del nivel central del Estado. 

Artículo 105. (RECURSOS DE LAS ENTIDADES TERRITORIALES AUTÓNOMAS 
MUNICIPALES). Son recursos de las entidades territoriales autónomas municipales: 

6. Las transferencias por coparticipación tributaria de las recaudaciones en efectivo de 
impuestos nacionales, según lo establecido en la presente Ley y otras dictadas por la 
Asamblea Legislativa Plurinacional.  

Además, se hace evidente la existencia de la discrecionalidad de modificar los porcentajes 
y criterios de asignación de las transferencias, al incluir en la redacción el hecho de que 
estos recursos están establecidos por leyes dictadas por la Asamblea Legislativa 
Plurinacional. 
 
Artículo 111. (DISTRIBUCIÓN EQUITATIVA TERRITORIAL).  

I. La distribución de recursos provenientes de la explotación de recursos naturales 
deberá considerar las necesidades diferenciadas de la población en las unidades 
territoriales del país, a fin de reducir las desigualdades de acceso a los recursos 
productivos y las desigualdades regionales, evitando la desigualdad, la exclusión 
social y económica, y erradicando la pobreza en sus múltiples dimensiones, en 
cumplimiento de los mandatos constitucionales establecidos en los Numerales 3 y 4 
del Artículo 313, el Numeral 7, Artículo 316 y el Parágrafo V Artículo 306 de la 
Constitución Política del Estado.  
 

II. Las entidades territoriales autónomas deberán establecer los mecanismos que 
garanticen la distribución equitativa dentro de la jurisdicción departamental, de los 
recursos provenientes de la explotación de recursos naturales, en el marco de un 
acuerdo departamental.  
 

III. Los criterios para la distribución territorial equitativa, además de la población, deben 
considerar variables que reflejen las necesidades diferenciadas para la prestación de 
los servicios públicos de las entidades territoriales autónomas en el marco de las 
respectivas competencias.  

El presente artículo claramente refleja el hecho de que existirán nuevos criterios de 
distribución de los recursos transferidos por el gobierno central, además del criterio 
poblacional, es decir que se buscará introducir indicadores referidos a pobreza, desarrollo 
humano, entre otros, siendo importante que los mismos no sean demasiados para que no 
hagan difícil y arbitraria la asignación de las transferencias. 
 
Artículo 112. (COMPETENCIAS, PROGRAMAS Y PROYECTOS CONCURRENTES). 

III Las entidades territoriales autónomas que suscriban acuerdos y convenios para la 
ejecución de programas y proyectos concurrentes, en los cuales comprometan formalmente 
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recursos públicos, tienen la obligatoriedad de transferir a las entidades ejecutoras los 
recursos comprometidos con el objeto de asegurar la conclusión de las actividades y obras 
acordadas.  

IV En caso de incumplimiento a las disposiciones señaladas, se faculta a la entidad afectada 
a solicitar al Ministerio de Autonomía la exigibilidad del compromiso asumido; en caso de 
incumplimiento a los acuerdos y convenios, este último solicitará al ministerio responsable de 
las finanzas públicas del nivel central del Estado debitar los recursos automáticamente a 
favor de las entidades beneficiadas.  

El mecanismo de débito automático genera la discrecionalidad de parte del gobierno 
central al confiscar recursos de los gobiernos autónomos, siendo que estas acciones son 
inconstitucionales tal como se describió anteriormente. Además de crear incertidumbre 
en la firma de convenios, ya que la ejecución presupuestaria podría verse afectada por 
recortes en los ingresos necesarios para el financiamiento de los programas y proyectos 
existentes. Además de que los programas y proyectos concurrentes son voluntarios, y 
cualquier diferendo debería ser resuelto entre las partes.  
 
Artículo 113. (ADMINISTRACIÓN PÚBLICA) 

III Las entidades territoriales autónomas establecerán y aprobarán su escala salarial y 
planilla presupuestaria, en el marco de los criterios y lineamientos de política salarial, de 
acuerdo a las disposiciones legales vigentes.  

En la actualidad toda aprobación de escala salarial y planilla presupuestaria requiere de 
una resolución bi - ministerial, interviniendo nuevamente en la conformación de la 
estructura institucional de las autonomías, centralizando y burocratizando aún más el 
proceso presupuestario. 
 
Nuevamente al introducir el hecho de que la estructuración de las planillas serán 
establecidas y aprobadas de acuerdo a las disposiciones legales vigentes, existe la 
discrecionalidad evidente para ser modificadas por el gobierno central. 
   
Artículo 114. (PRESUPUESTO DE LAS ENTIDADES TERRITORIALES AUTÓNOMAS). 

I En el marco de la política fiscal, los presupuestos de las entidades territoriales autónomas 
se rigen por el Plan General de Desarrollo, que incluye los planes de desarrollo de las 
entidades territoriales autónomas y el Presupuesto General del Estado. 

Los presupuestos de los gobiernos autónomos deben regirse a sus planes de desarrollo y 
estar en concordancia con el Plan General de Desarrollo, pero en ningún caso se puede 
supeditar el Plan de desarrollo del gobierno central al de los gobiernos autónomos.   

II El proceso presupuestario en las entidades territoriales autónomas está sujeto a las 
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disposiciones legales, las directrices y el clasificador presupuestario, emitidos por el nivel 
central del Estado, los mismos que incluirán categorías de género para asegurar la 
eliminación de las brechas y desigualdades, cuando corresponda. 

Este parágrafo muestra con claridad la centralización de la política presupuestaria, ya que 
básicamente el que establece las “reglas del juego” sobre la estructuración de los 
presupuestos de los gobiernos autónomos, es el gobierno central, al igual que ha sido 
desde hace más de 25 años. 

III En la planificación, formulación y ejecución de su presupuesto institucional, las entidades 
territoriales autónomas deben garantizar la sostenibilidad financiera del ejercicio de sus 
competencias en el mediano y largo plazo, con los recursos consignados por la Constitución 
Política del Estado y las leyes. 

Existe un contrasentido, ya que en todos los estadios de la estructuración del presupuesto 
participa el gobierno central, por lo que garantizar la sostenibilidad financiera debería 
pasar por la autonomía fiscal de los gobiernos autónomos, tal como se planteó en la 
introducción del presente apartado. Además de lo anterior, no debe olvidarse que la 
sostenibilidad financiera, es una responsabilidad compartida, ya que cualquier 
desequilibrio financiero a nivel central, se reflejará en los gobiernos autónomos, ya sea 
mediante la confiscación de recursos o el recorte de los mismos.  

VI La ejecución presupuestaria de recursos y gastos, su registro oportuno, es de 
responsabilidad de la máxima autoridad ejecutiva de cada gobierno autónomo. 

Esta responsabilidad no puede ser asumida por los gobiernos autónomos, ya que los 
procedimientos para modificaciones presupuestarias e inscripción de nuevos recursos en 
el SIGEP, dependen sola y exclusivamente del gobierno central, es más existe 
discrecionalidad en la asignación de nuevos techos de ingresos de parte del gobierno 
central, que usualmente son realizados en los últimos meses del año y cuando ya no 
pueden ser ejecutados los nuevos recursos asignados.   

VII La distribución y financiamiento de la inversión pública, gasto corriente y de 
funcionamiento de las entidades territoriales autónomas, estarán sujetos a una ley 
específica del nivel central del Estado. 

La discrecionalidad de parte del gobierno central para fijar la distribución y 
financiamiento de la inversión y el gasto corriente, lo único que puede provocar es que no 
se puedan implementar y ejecutar las nuevas competencias asignadas tanto por la CPE 
como por la LMAD.  

IX Los gobiernos autónomos tienen la obligación de presentar a las instancias delegadas por 
el Órgano Ejecutivo del nivel central del Estado, la siguiente información y documentación:  



39 
 

1. El Plan Operativo Anual y el presupuesto anual aprobados por las instancias 
autonómicas que correspondan, en los plazos establecidos por las instancias del 
Órgano Ejecutivo del nivel central del Estado, con la información de respaldo 
correspondiente, de acuerdo a las disposiciones legales vigentes, directrices y 
clasificador presupuestario emitidos por el nivel central del Estado: 

a) Los gobiernos autónomos departamentales a través de su Gobernador deberán 
presentar sus presupuestos institucionales debidamente aprobados por la asamblea 
legislativa departamental. 

 b)  Los gobiernos autónomos regionales deberán presentar sus presupuestos 
institucionales debidamente aprobados por la asamblea regional previo 
cumplimiento del Artículo 301 y del Parágrafo III del Artículo 280 de la Constitución 
Política del Estado.  

 c)  Los gobiernos autónomos municipales deberán presentar sus presupuestos 
institucionales aprobados por el concejo municipal y con el pronunciamiento de la 
instancia de participación y control social correspondiente.  

 d)  Los presupuestos de las entidades territoriales autónomas indígena originaria 
campesinas conforme a su organización, normas y procedimientos propios.  

2. La ejecución presupuestaria mensual sobre los recursos, gastos e inversión pública, en 
medio magnético e impreso, hasta el día 10 del mes siguiente, de acuerdo a las 
disposiciones legales en vigencia.  

3. Estados financieros de cada gestión fiscal, en cumplimiento a las disposiciones 
legales en vigencia.  

4. Información de evaluación física y financiera, y otras relacionadas a la gestión 
institucional, en los plazos que establezcan las instancias del Órgano Ejecutivo del 
nivel central del Estado.  

Es una copia fiel de lo establecido en la Ley No 2042, continuando con el manejo absoluto 
y discrecional de la política presupuestaria de los gobiernos autónomos por parte del 
gobierno central, con el agravante de que puede haber una congelación de cuentas 
establecido en el artículo No 11 de la ley antes referida. 

X Cuando la máxima autoridad ejecutiva de un gobierno autónomo no cumpla con la 
presentación del Plan Operativo Anual, del anteproyecto de presupuesto institucional y de la 
documentación requerida en los plazos establecidos, las instancias responsables del Órgano 
Ejecutivo del nivel central del Estado, en el marco de sus competencias, efectuarán las 
acciones necesarias para su agregación y consolidación en el proyecto del Presupuesto 
General del Estado y su presentación a la Asamblea Legislativa Plurinacional. Una vez 
aprobado por el Órgano Deliberativo del gobierno autónomo, el presupuesto institucional de 
una entidad territorial autónoma no podrá ser modificado por otra instancia legislativa o 
ejecutiva, sin la autorización del correspondiente gobierno autónomo, a través de los 
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procedimientos establecidos por las disposiciones legales en vigencia. 

Este parágrafo es el más importante para los gobiernos autónomos, ya que permite que 
el presupuesto que se apruebe en la Asamblea Legislativa de los gobiernos autónomos no 
pueda ser modificado ni por el ejecutivo del gobierno central ni por la Asamblea 
Legislativa Plurinacional.  

XI En caso de incumplimiento de las disposiciones establecidas en el presente Artículo y 
normas vigentes, se inmovilizarán de forma gradual, las cuentas fiscales y se suspenderán 
las firmas autorizadas, excepto los recursos del Seguro Universal Materno Infantil (SUMI), y 
del Seguro de Salud para el Adulto Mayor (SSPAM), conforme a disposiciones legales del 
nivel central del Estado en vigencia. Los órganos legislativos de las entidades autónomas 
ejercerán al efecto su rol de fiscalización.  

XII La inmovilización de las cuentas fiscales y suspensión de firmas autorizadas de una 
entidad territorial autónoma también podrá realizarse en los siguientes casos:  

1. Por petición del Ministerio de Autonomía a la entidad responsable de las finanzas 
públicas, en caso de presentarse conflictos de gobernabilidad por dualidad de 
autoridades.  

2. Por orden de juez competente.  

Estos dos últimos parágrafos, muestran de manera muy nítida la potestad que tiene el 
gobierno central sobre no sólo la política presupuestaria, sino sobre la disposición de los 
recursos de los gobiernos autónomos, mediante el manejo discrecional de sus cuentas 
fiscales, ya sea mediante el Ministerio de Economía y Finanzas Públicas o por el Ministerio 
de Autonomías. 
 
Artículo 115. (SOSTENIBILIDAD FISCAL Y FINANCIERA). 

VII Las transferencias programadas y estimadas de los ingresos nacionales para las 
entidades territoriales autónomas en el Presupuesto General del Estado, no constituyen 
compromisos, obligaciones o deudas por parte del Tesoro General del Estado, debiendo 
los desembolsos sujetarse a la recaudación efectiva.  

El nivel central deslinda responsabilidad en el cumplimiento de las transferencias 
programadas y estimadas de los ingresos nacionales en el Presupuesto General del 
Estado, debiendo los desembolsos sujetarse a la recaudación efectiva; sin embargo, no 
emite disposición alguna flexibilizando la formulación y procedimiento para efectuar 
modificaciones presupuestarias en caso de variaciones de los ingresos de las entidades 
territoriales autónomas, creando condiciones adversas para una eficiente y eficaz 
asignación de los recursos disponibles, e induciendo al error o incumplimiento de normas 
por parte de autoridades que se ven presionadas por los beneficiarios de programas y 
proyectos que, muchas veces, no comprenden ni aceptan las justificaciones sobre la 
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reducción dispuestas por el Órgano Central y que sale del control de los gobiernos 
autónomos. 
 

Política Tributaria: 
 
En la Constitución Política del Estado (CPE), norma suprema del Estado boliviano, se hace 
diversa referencia a los aspectos tributarios de los distintos niveles de gobierno, o para ser 
más exactos, al poder tributario del Gobierno Central. En los artículos 299 y 323 de la CPE 
muestran este poder asumido: 
 
“Artículo 299. I. Las siguientes competencias se ejercerán de forma compartida entre el 
nivel central del Estado y las entidades territoriales autónomas: 
4) Juegos de lotería y de azar.  
7)Regulación para la creación y/o modificación de impuestos de dominio exclusivo de los 
gobiernos autónomos. 
 
Artículo 323. I. La política fiscal se basa en los principios de capacidad económica, igualdad, 
progresividad, proporcionalidad, transparencia, universalidad, control, sencillez 
administrativa y capacidad recaudatoria. 
II. Los impuestos que pertenecen al dominio tributario nacional serán aprobados por la 
Asamblea Legislativa Plurinacional. Los impuestos que pertenecen al dominio exclusivo 
de las autonomías departamental o municipal, serán aprobados, modificados o 
eliminados por sus Concejos o Asambleas, a propuesta de sus órganos ejecutivos. El 
dominio tributario de los Departamentos Descentralizados, y regiones estará 
conformado por impuestos departamentales tasas y contribuciones especiales, 
respectivamente. 
III. La Asamblea Legislativa Plurinacional mediante ley, clasificará y definirá los 
impuestos que pertenecen al dominio tributario nacional, departamental y municipal. 
 IV. La creación, supresión o modificación de los impuestos bajo dominio de los gobiernos 
autónomos facultados para ello se efectuará dentro de los límites siguientes: 1.No podrán 
crear impuestos cuyos hechos imponibles sean análogos a los correspondientes a los 
impuestos nacionales u otros impuestos departamentales o municipales existentes, 
independientemente del dominio tributario al que pertenezcan. 2.No podrán crear 
impuestos que graven bienes, actividades rentas o patrimonios localizados fuera de su 
jurisdicción territorial, salvo las rentas generadas por sus ciudadanos o empresas en el 
exterior del país. Esta prohibición se hace extensiva a las tasas, patentes y 
contribuciones especiales. 3. No podrán crear impuestos que obstaculicen la libre 
circulación y el establecimiento de personas, bienes, actividades o servicios dentro de 
su jurisdicción territorial. Esta prohibición se hace extensiva a las tasas, patentes y 
contribuciones especiales. 4. No podrán crear impuestos que generen privilegios para 
sus residentes discriminando a los que no lo son. Esta prohibición se hace extensiva a 
las tasas, patentes y contribuciones especiales”. 
 
Sólo los poderes ejecutivo y legislativo nacionales podrían entonces imponer nuevos 
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tributos, indefinidos o temporales, debidamente aprobados por Ley. El nivel 
departamental no tiene ninguna facultad para legislar en materia de impuestos. El nivel 
municipal sólo puede crear tasas y patentes y no impuestos propiamente dichos; y estas 
tasas y patentes deben ser analizadas y aprobadas por los poderes ejecutivo y legislativo 
nacionales. Además, bajo la actual constitución y según la interpretación que se pueda 
hacer al artículo 323, la implantación de deducciones o exoneraciones departamentales o 
municipales podría estar prohibida. Todos estos elementos muestran que los 
departamentos tienen un poder limitado en cuanto a legislación y diseño tributario, 
mientras que los municipios deben compartir estos poderes en corresponsabilidad con el 
nivel central, el cual tiene la última palabra en la materia. 
 
En síntesis tenemos lo siguiente: 
 

1) La Creación de Impuestos, Tasas y Contribuciones Especiales, podrá ser aprobada 
por la Asamblea Legislativa Departamental sólo después de que la Ley de 
Clasificación de Impuestos determine su correspondencia. 

2) Se establece la posibilidad de la implantación de impuestos a los Juegos de Azar y 
creación de Loterías Departamentales. 

3) En la CPE se establece que la regulación para la creación o supresión de tributos del 
nivel departamental y municipal es una competencia compartida con el nivel central 
del Estado, y no exclusiva de los gobiernos autónomos.  

4) Los impuestos departamentales a ser creados son reducidos, al igual que su 
capacidad recaudatoria, ya que ocurren tres fenómenos importantes: Los 
principales impuestos, por capacidad recaudatoria, han sido asignados a los niveles 
nacionales y municipales; la presión tributaria ya es muy alta; y los impuestos 
potenciales a ser creados tienen un rendimiento recaudatorio muy bajo.  

5) No se encuentra en la CPE referencias a la coparticipación en las rentas nacionales 
de los distintos niveles autonómicos ni de las universidades. Es de suponer que los 
porcentajes de coparticipación de la legislación tributaria existente, de la Ley de 
Participación Popular y la Ley de Hidrocarburos habrán de mantenerse, porque se 
han constituido en derechos adquiridos. 

6) Existe la posibilidad del establecimiento de sobretasas, sobre los impuestos 
nacionales, aunque es claro que las alícuotas adicionales no pueden ser muy altas, 
entre un 1% y 3% (dependiendo del impuesto),ya que de otra manera la presión 
tributaria se eleva de manera importante, lo que provocaría procesos de evasión y 
elusión impositiva, aunque la misma debe ser considerada por la Autoridad Fiscal, 
para su implementación. 

La Ley Marco de Autonomías y Descentralización (LMAD) respecto a la política tributaria 
establece lo siguiente: 
 
DISPOSICIÓN ADICIONAL PRIMERA.  

La creación, modificación o supresión de tributos por las entidades territoriales 
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autónomas, en el ámbito de sus competencias, se realizará mediante leyes emitidas por 
su órgano legislativo. Estas leyes aplicarán todas las disposiciones tributarias en vigencia 
sobre sus respectivos dominios tributarios. En ningún caso estas normas podrán establecer 
procedimientos jurisdiccionales, tipificar ilícitos tributarios ni establecer sanciones. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL SEGUNDA.  

Para la creación de tributos de las entidades territoriales autónomas en el ámbito de 
sus competencias, se emitirá un informe técnico por la instancia competente por el nivel 
central del Estado, sobre el cumplimiento de las condiciones establecidas en el Parágrafo I y 
IV del Artículo 323 de la Constitución Política del Estado y elementos constitutivos del tributo. 

Si bien se establece la potestad de los gobiernos autónomos para crear sus propios 
impuestos, estos están supeditados a la aprobación de parte del gobierno central, 
despareciendo toda la autonomía para determinar potenciales nuevos ingresos, y 
ratificando la discrecionalidad del gobierno central para la creación de nuevos impuestos. 

DISPOSICIÓN ADICIONAL TERCERA.  

Las contribuciones especiales creadas por las entidades territoriales autónomas podrán 
exigirse en dinero, prestaciones personales o en especie, para la realización de obras públicas 
comunitarias. 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA SEGUNDA. 
 
 La creación de impuestos de las entidades territoriales autónomas, se sujetará a las 
disposiciones contenidas en la ley de clasificación de impuestos y la legislación básica de 
regulación para la creación y/o modificación de impuestos, en lo demás se aplicará la Ley N° 
2492, de 2 de agosto de 2003, Código Tributario Boliviano o la norma que lo sustituya. La ley 
de clasificación de impuestos y la legislación básica de regulación deberán ser promulgadas 
en el plazo máximo de un año computable a partir de la promulgación de la presente Ley. La 
Ley N° 2492, de 2 de agosto de 2003, Código Tributario Boliviano o la norma que lo sustituya, 
también se aplicará a los tributos de dominio de las entidades territoriales autónomas 
indígena originaria campesinas y regionales. 
 
DISPOSICIÓN TRANSITORIA TERCERA. 

I Para el financiamiento de sus competencias y de acuerdo a lo señalado en la presente Ley y 
disposiciones legales en vigencia, las entidades territoriales autónomas municipales y las 
entidades territoriales autónomas indígena originario campesinas, percibirán las 
transferencias del nivel central del Estado por coparticipación tributaria, equivalentes al 
veinte por ciento (20%) de la recaudación en efectivo de los siguientes tributos: el Impuesto 
al Valor Agregado, el Régimen Complementario al Impuesto al Valor Agregado, el Impuesto 
sobre las Utilidades de las Empresas, el Impuesto a las Transacciones, el Impuesto a los 
Consumos Específicos, el Gravamen Aduanero, el Impuesto a la Transmisión Gratuita de 
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Bienes y el Impuesto a las Salidas al Exterior.  

II Las transferencias por coparticipación tributaria señaladas en el Parágrafo anterior, se 
distribuirán de acuerdo al número de habitantes de la jurisdicción de la entidad territorial 
autónoma, en función a los datos del último Censo Nacional de Población y Vivienda.  

III La coparticipación tributaria destinada a las entidades territoriales autónomas será 
abonada automáticamente por el Tesoro General del Estado, a través del Sistema Bancario, 
a la cuenta fiscal correspondiente de la entidad territorial autónoma.   

DISPOSICIÓN TRANSITORIA CUARTA.  

I Las universidades públicas recibirán el cinco por ciento (5%) de la recaudación en efectivo 
del Impuesto al Valor Agregado, del Régimen Complementario al Valor Agregado, del 
Impuesto sobre las Utilidades de las Empresas, del Impuesto a las Transacciones, del 
Impuesto a los Consumos Específicos, del Gravamen Aduanero, del Impuesto a las 
Sucesiones y a las Transmisiones Gratuitas de Bienes y del Impuesto a las Salidas Aéreas al 
Exterior.  

II Las transferencias por coparticipación tributaria señaladas en el Parágrafo anterior, se 
distribuirán de acuerdo al número de habitantes de la jurisdicción departamental a la que 
correspondan, en función a los datos del último Censo Nacional de Población y Vivienda, de 
acuerdo a normativa vigente.  

III La coparticipación tributaria destinada a las universidades públicas será abonada 
automáticamente por el Tesoro General del Estado, a través del Sistema Bancario, a la 
cuenta fiscal correspondiente.  

DISPOSICIÓN TRANSITORIA SEPTIMA.  

Se mantiene el Fondo Compensatorio Departamental creado por la Ley N° 1551, de 20 de 
abril de 1994, con el diez por ciento (10%) de la recaudación en efectivo del Impuesto 
Especial a los Hidrocarburos y sus Derivados, en favor de las entidades territoriales 
autónomas departamentales que se encuentren por debajo del promedio de regalías 
departamentales por habitante, de acuerdo a lo establecido en la normativa del nivel central 
del Estado en vigencia. En caso de exceder el límite del diez por ciento (10%) su distribución 
se ajustará proporcionalmente entre los departamentos beneficiarios. 

El Fondo Compensatorio Departamental se regirá en lo que corresponda por lo establecido en 
el Decreto Supremo N° 23813, de 30 de junio de 1994 y disposiciones conexas, mientras no se 
promulgue una legislación específica del nivel central del Estado. 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA OCTAVA. 
 
 El veinticinco por ciento (25%) de la recaudación en efectivo del Impuesto Especial a los 
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Hidrocarburos y sus Derivados, se transferirán a las entidades territoriales autónomas 
departamentales, de acuerdo a la normativa vigente. 
 
La distribución de estos recursos, se efectuará de la siguiente manera: cincuenta por ciento 
(50%) en función del número de habitantes de cada departamento y cincuenta por ciento 
(50%) en forma igualitaria para los nueve departamentos. 
 
En todas las disposiciones transitorias se ratifica el hecho de que las transferencias a los 
gobiernos autónomos, sólo se basarán en las recaudaciones en efectivo, siendo este el 
tema principal para que se den las reducciones en las ETAs, producto de la emisión de 
entre el 20% al 25% del total de la recaudación, de notas de crédito fiscal que no 
coparticipan. 
 
La LMAD establece los siguientes elementos de la política tributaria: 
 

1) Ratifica la aprobación tanto por el ejecutivo como legislativo nacional, de la 
creación de cualquier impuesto, tasa o contribución especial a nivel 
departamental y municipal. 

2) Determina de manera explícita, que las transferencias por coparticipación 
tributaria, el IEHD  y el IDH será sólo del efectivo, haciendo que las pérdidas de 
recaudaciones puedan ser muy elevadas. 

3) Se muestra de manera muy nítida que las recaudaciones en papeles de la 
coparticipación tributaria como del IEHD, son una “variable de ajuste” para las 
recaudaciones en efectivo. 

4) Se establece la permanencia de las transferencias, mediante una disposición 
transitoria, lo que puede implicar una modificación tanto de la alícuota del 
impuesto, como de su porcentaje de coparticipación creando volatilidad en la 
percepción de este impuesto a nivel de los gobiernos autónomos, y mediante una 
norma menor a una Ley, un Decreto Supremo. 

 
La Ley de Clasificación y Definición de Impuestos y de Regulación para la Creación y/o 
Modificación de Impuestos, en lo que se refiere a la política tributaria determina lo 
siguiente: 

Artículo 7. (Impuestos de dominio tributario departamental). Los gobiernos autónomos 
departamentales, podrán crear impuestos que tengan los siguientes hechos generadores: 

a. La sucesión hereditaria y donaciones de bienes inmuebles y muebles sujetos a 
registro público.  

b. La propiedad de vehículos a motor para navegación aérea y acuática.  
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c. La afectación del medio ambiente, excepto las causadas por vehículos 
automotores y por actividades hidrocarburíferas, mineras y de electricidad; 
siempre y cuando no constituyan infracciones ni delitos. 

Artículo 8. (Impuestos de dominio municipal). Los gobiernos municipales podrán crear 
impuestos que tengan los siguientes hechos generadores: 

a. La propiedad de bienes inmuebles urbanos y rurales, con las limitaciones 
establecidas en los parágrafos II y III del Artículo 394 de la Constitución Política del 
Estado, que excluyen del pago de impuestos a la pequeña propiedad agraria y la 
propiedad comunitaria o colectiva con los bienes inmuebles que se encuentren en 
ellas.  

b. La propiedad de vehículos automotores terrestres. 
c. La transferencia onerosa de inmuebles y vehículos automotores por personas que 

no tengan por giro de negocio esta actividad, ni la realizada por empresas 
unipersonales y sociedades con actividad comercial.  

d. El consumo específico sobre la chicha de maíz.   
e. La afectación del medio ambiente por vehículos automotores; siempre y cuando 

no constituyan infracciones ni delitos. 

Artículo 11. (Órgano competente). Los impuestos de dominio de los gobiernos 
autónomos, su hecho generador, base imponible o de cálculo, alícuota, sujeto pasivo, 
exenciones y deducciones o rebajas, serán establecidos por ley de la Asamblea 
Departamental o del Concejo Municipal, de acuerdo a la presente Ley y el Código 
Tributario Boliviano. 

Artículo 17. (Aplicación del Código Tributario Boliviano). Las normas, las instituciones y 
los procedimientos establecidos en el Código Tributario Boliviano o la norma que le 
sustituya, son aplicables en la creación, modificación, supresión y administración de 
impuestos por las entidades territoriales autónomas. 

Artículo 19. (Gestión de la propuesta). Toda propuesta de creación y/o modificación de 
impuestos será canalizada a través del Órgano Ejecutivo del gobierno autónomo 
departamental o municipal. Éste, previa evaluación y justificación técnica, económica y 
legal, remitirá la propuesta a la Autoridad Fiscal, Ministerio de Economía y Finanzas 
Públicas, para el informe correspondiente. 

Artículo 21. (Informe de la Autoridad Fiscal). 

I. Recibido el proyecto de ley de creación y/o modificación de impuestos, la Autoridad 
Fiscal verificará los incisos a) y b) del artículo precedente y el cumplimiento de la 
clasificación de hechos generadores establecida para cada dominio tributario en la 
presente Ley, y emitirá un informe técnico. 
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II.  La parte del informe técnico referida al cumplimiento de la clasificación de 
hechos generadores establecida para cada dominio tributario en la presente Ley, y 
los límites establecidos en el parágrafo IV del Artículo 323 de la Constitución 
Política del Estado, será favorable o desfavorable y de cumplimiento 
obligatorio. El informe técnico podrá incluir observaciones y recomendaciones 
sobre los incisos a) y b) del artículo precedente. 

III.  La Autoridad Fiscal emitirá el informe técnico en el plazo máximo de treinta (30) 
días hábiles.  

Artículo 23. (Administración tributaria). Los gobiernos autónomos departamentales, 
municipales e indígena originario campesinos, administrarán los impuestos de su 
competencia a través de una unidad administrativa dependiente de su Órgano 
Ejecutivo, de acuerdo a las facultades que le confiere el Código Tributario Boliviano. 

Artículo 24. (Autoridad Fiscal).  

I.  El ministerio responsable de economía y finanzas públicas del nivel central del 
Estado, es la Autoridad Fiscal competente para emitir el informe técnico sobre 
los proyectos de ley de creación y/o modificación de impuestos por los gobiernos 
autónomos departamentales y municipales.  

II.  Asimismo, la Autoridad Fiscal es competente para: 

a. Coordinar y armonizar las cargas impositivas propuestas por los gobiernos 
autónomos departamentales y municipales, requiriendo información tributaria 
agregada y/o individualizada a los mismos.  

b. Administrar el Sistema Nacional de Información Tributaria. 

Segunda. El nivel central del Estado continuará con la administración del Impuesto a la 
Transmisión Gratuita de Bienes (ITGB) de acuerdo a la ley vigente, hasta que los 
gobiernos autónomos departamentales creen su propio impuesto, de acuerdo a la 
presente Ley. 

Los aspectos tributarios trascendentales de la Ley de Clasificación de Impuestos, son los 
siguientes: 

1) Los tributos que son afectos a ser creados por el nivel de los gobiernos autónomos 
son básicamente: a las sucesiones patrimoniales, esencialmente es la 
transferencia del Impuesto a la Transmisión Gratuita de Bienes (ITGB); a la 
propiedad de aeronaves y motonaves; La propiedad de bienes inmuebles urbanos 
y rurales; La propiedad de vehículos automotores terrestres; La transferencia 
onerosa de inmuebles y vehículos automotores; El consumo específico sobre la 
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chicha de maíz; e impuestos ambientales, siempre y cuando no signifiquen 
infracciones a la normativa ambiental existente, en este último caso la existencia 
de una condicionalidad introduce mucha complejidad para la posible formulación 
de tributos ambientales, ya que no se cuentan con los siguientes elementos 
fundamentales para su desarrollo: niveles máximos de concentración y dilución de 
las fuentes contaminantes hídricas como de emisión de gases a la atmósfera, ya 
que estos nos deberían proporcionar los parámetros máximos para poder realizar 
cobros impositivos; no se cuenta con un catastro de todas las fuentes que 
producen emisión de contaminantes tanto hídricas como de la contaminación 
atmosférica; y por último, no se cuenta con el personal ni los medios técnicos para 
realizar las mediciones de control.  
 

2) La Autoridad Fiscal, Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, es la institución 
que aprobará la creación y/o modificación de impuestos a nivel de los gobiernos 
autónomos. 
 

3) La Administración Tributaria de los gobiernos autónomos está supeditada a lo que 
pueda establecer la norma tributaria nacional, es decir en principio el Código 
Tributario, sin embargo, este no establece ninguna determinación de la forma en 
la que se estructurará la unidad administrativa tributaria departamental, aunque 
potencialmente podría hacerlo en el futuro. 
 

4) Las recaudaciones correspondientes al ITGB deberían ser transferidas de manera 
automática a todas los departamentos desde la promulgación de la LCDIR. 
 

5) No existe autonomía fiscal, esto dado el hecho que es solamente el ejecutivo a 
nivel nacional el que define la creación y/o modificación de todos los impuestos, 
tasas y contribuciones especiales. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



49 
 

 
 

  
 

Política de Crédito Público: 
 
El principal elemento del endeudamiento de las ETAs, radica en la potestad que los 
gobiernos autónomos tienen de poder endeudarse de manera independiente y directa a 
los controles del Ejecutivo Nacional, aunque debe ser aprobada por la Asamblea 
Legislativa Plurinacional. 

Esta potestad está garantizada en la Constitución Política del Estado: 

 “Artículo 322. I. La Asamblea Legislativa Plurinacional autorizará la contratación de 
deuda pública cuando se demuestre la capacidad de generar ingresos para cubrir el 
capital y los intereses, y se justifiquen técnicamente las condiciones más ventajosas en 
las tasas, los plazos, los montos y otras circunstancias. II. La deuda pública no incluirá 
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obligaciones que no hayan sido autorizadas y garantizadas expresamente por la 
Asamblea Legislativa Plurinacional”. 

 
Sin embargo de lo anterior, se establece que entre los recursos de los gobiernos 
autónomos se encuentran los créditos y empréstitos tanto externos como internos, que 
deben cumplir con las normas de endeudamiento del Sistema Nacional de Tesorería y 
Crédito Público, tal como hace referencia el artículo 341 numeral 6 : “Los créditos y 
empréstitos internos y externos contraídos de acuerdo a las normas de endeudamiento 
público y del sistema Nacional de Tesorería y Crédito Público”. Lo que no significa que los 
gobiernos autónomos, pierdan su independencia para contraer los créditos que la misma 
vea por conveniente cumpliendo la norma de endeudamiento, además ratificado por lo 
que se establece en la Ley No 2042. 

Por otro lado, mediante la Ley Marco de Autonomías y Descentralización, en su artículo 
108 parágrafos VI, VIII, y IX, el Gobierno Central pretende asumir control sobre las 
decisiones de endeudamiento departamental, en especial interno, aunque al momento 
de autorizar una operación de crédito público de manera implícita están asumiendo la 
garantía del repago de la misma si existiera un default2 por parte de los gobiernos 
autónomos: 

 “VI. Para la contratación de endeudamiento público interno o externo, las entidades 
territoriales autónomas deberán justificar técnicamente las condiciones más 
ventajosas en términos de tasas, plazos y monto, así como demostrar la capacidad 
de generar ingresos para cubrir el capital y los intereses, enmarcándose en las 
políticas y niveles de endeudamiento, concesionalidad, programación operativa y 
presupuesto; para el efecto, con carácter previo, deben registrar ante la instancia 
establecida del Órgano Ejecutivo el inicio de sus operaciones de crédito público”. 

 “VIII. La contratación de deuda interna pública debe ser autorizada por la 
instancia establecida del Órgano Ejecutivo del nivel central del Estado, la que 
verificará el cumplimiento de parámetros de endeudamiento, de acuerdo a la 
normativa en vigencia”. 

 “IX. La autorización de endeudamiento interno por parte de las instancias autorizadas, 
no implica ningún tipo de garantía del nivel central del Estado para el repago de la 
deuda, siendo ésta responsabilidad exclusiva de las entidades territoriales 
autónomas”. 

 “XIII. La legislación de las entidades territoriales autónomas sobre el crédito 
público deberá enmarcarse en los lineamientos, procedimientos y condiciones 
establecidas en la legislación del nivel central del Estado”. 

 
La potestad de endeudamiento también se ve ratificada por dos artículos tanto de la 
Constitución Política del Estado (CPE), como de la Ley Marco de Autonomías y 

                                                             
2 Imposibilidad de pago. 



51 
 

Descentralización (LMAD), ya que el endeudamiento se encontrará registrado en el 
presupuesto de los gobiernos autónomos:  

 “Artículo 321. I. La administración económica y financiera del Estado y de todas 
las entidades públicas se rige por su presupuesto”. (CPE) 

 “Artículo 114. Parágrafo X, segundo párrafo: Una vez aprobado por el Órgano 
Deliberativo del gobierno autónomo, el presupuesto institucional de una entidad 
territorial autónoma no podrá ser modificado por otra instancia legislativa o 
ejecutiva, sin la autorización del correspondiente gobierno autónomo, a través 
de los procedimientos establecidos por las disposiciones legales en vigencia”. 
(LMAD) 

 
Esta argumentación y enfoque debe ser ratificado por una Ley de endeudamiento público 
tal como lo establece la disposición siguiente: 
 
DISPOSICIÓN TRANSITORIA QUINTA.  

La Asamblea Legislativa Plurinacional promulgará una ley de endeudamiento público, que 
establezca los principios, procesos y procedimientos para la contratación de créditos y la 
administración del endeudamiento público de todas las entidades públicas, en sujeción a lo 
establecido en los Numerales 8 y 10 del Artículo 158, Parágrafo I del Artículo 322 y Numeral 
34 Parágrafo II del Artículo 298 de la Constitución Política del Estado. 

A manera de conclusión podemos afirmar lo siguiente: 

 No existe ninguna restricción para que los gobiernos autónomos tomen sus 
decisiones de endeudamiento de recursos tanto interno como externo. 
 

 En el caso del endeudamiento externo, existe la necesidad de la garantía soberana 
del Estado, por lo que se hace obligatoria la aprobación del endeudamiento por 
parte de la Asamblea Legislativa Plurinacional, lo cual puede ocurrir en dos 
situaciones: cuando se presenta el presupuesto de los gobiernos autónomos y 
cuando se realiza una contratación de una deuda durante el periodo posterior a la 
aprobación del presupuesto. 
 

 Cuando el endeudamiento es interno, existe la garantía implícita del Gobierno 
Central, en el momento que los mismos autorizan la contratación de este tipo de 
deuda, aunque se determina que no garantizará el repago del endeudamiento, 
aspecto muy diferente al hecho de que el Gobierno pueda declararse insolvente, 
situación muy improbable. 

 
En la Ley de Administración Presupuestaria No 2042, se establece lo siguiente sobre la 
Política de Crédito Público: 
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Artículo 33 
Las entidades públicas nacionales, departamentales y municipales, con carácter previo a la 
contratación de cualquier endeudamiento interno y/o externo, deben registrar ante el 
Viceministro de Tesoro y Crédito Público el inicio de sus operaciones de endeudamiento, para 
su autorización correspondiente. Se entiende por endeudamiento todo tipo de deudas 
directas, indirectas y contingentes de corto, mediano y largo plazo que las entidades 
pudieran adquirir, sea con el sector privado y/o público, con agentes, instituciones o personas 
nacionales y/o extranjeras, incluyéndose los gastos devengados no pagados a fines de cada 
gestión. 
 
Este es el artículo clave, por el cual se puede mantener la discrecionalidad del gobierno 
central para aprobar cualquier endeudamiento de las ETAs, sin embargo prevalece el 
artículo 114 parágrafo X segundo párrafo, aunque si existe un proceso de contratación 
después de la aprobación del presupuesto por parte de la Asamblea Legislativa del 
gobierno autónomo, necesariamente se debe buscar la aprobación del gobierno central. 
 
Artículo 34 
Las entidades públicas, ejecutoras y/o deudoras de crédito, programarán y destinarán los 
desembolsos exclusivamente para los fines contratados. 
El registro de estos desembolsos y su uso consiguiente es responsabilidad de la máxima 
autoridad y/o ejecutivo de la institución. 
 
Artículo 35 
Las entidades públicas descentralizadas, autónomas y autárquicas deben sujetarse a los 
siguientes límites de endeudamiento: 
El servicio de la deuda (amortizaciones a capital, intereses y comisiones) comprometido 
anualmente, no podrá exceder el 20% de los ingresos corrientes recurrentes percibidos en la 
gestión anterior. 
El valor presente de la deuda total no podrá exceder el 200% de los ingresos corrientes 
recurrentes percibidos en la gestión anterior. 
A partir de la presente Ley, queda prohibida la contratación de deuda no concesional, salvo 
autorización expresa del Ministerio de Hacienda, a través del Viceministro de Tesoro y 
Crédito Público. 
 
Si bien los límites de endeudamiento se encuentran en porcentajes razonables, el cálculo 
de los ingresos corrientes debe incluir al IDH, esto ayudaría de sobremanera a tener un 
margen de endeudamiento mayor respaldado por estos recursos. 
 
Artículo 36 
Las entidades públicas descentralizadas, autónomas y autárquicas cuyos límites de 
endeudamiento anteriores hubiesen superado lo establecido en el Artículo 35 de la presente 
Ley, deben presentar y acordar con el Viceministro de Tesoro y Crédito Público un plan de 
readecuación financiera, que les permita encuadrarse dentro de estos límites, en un plazo no 
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mayor a cinco años, a partir de la aprobación de la presente Ley. 
 
El Ministerio de Hacienda a través del Viceministro de Tesoro y Crédito Público realizará el 
seguimiento al plan de readecuación financiera, autorizará créditos excepcionales para el 
cumplimiento del plan de readecuación financiera y determinará los límites de 
endeudamiento. 
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Propuestas para el Pacto Fiscal 

Introducción: 
 
En los dos capítulos precedentes se identificaron cuatro áreas de observaciones a la 
actual legislación, que hacen que la política fiscal de las entidades territoriales autónomas 
y universidades públicas no puedan desarrollarse de manera adecuada, y logren sus 
objetivos fundamentales de autonomía fiscal. 
 
En el presente capítulo se desarrollarán las propuestas de política para estas cuatro áreas : 
Política de Gestión y Administración de los Ingresos; Política Presupuestaria; Política 
Tributaria; y Política de Crédito Público. Además de tres propuestas alternativas de 
coparticipación tributaria del 50% para los gobiernos autónomos y universidades públicas, 
tomando en cuenta el criterio poblacional y el de pobreza de la Encuesta Permanente de 
Hogares del año 2011, e incluyendo la recaudación total, es decir en efectivo y en notas de 
crédito fiscal. 
 
Sin embargo de lo anterior, es importante que se tomen en cuenta elementos 
relacionados con la responsabilidad fiscal del gobierno central, es decir con la 
administración y gestión de los recursos para evitar desequilibrios financieros, que 
puedan poner en peligro la estabilidad macroeconómica debido a déficits fiscales en el 
ámbito nacional, y que en última instancia afectan a la estabilidad financiera de los 
gobiernos autónomos y universidades públicas, ya que podrían verse mermados sus 
recursos por transferencias producto del accionar del gobierno central. 
 

Propuestas para el Pacto Fiscal respecto a la Política de Ingresos y 
Presupuestaria: 
 
Las Propuestas para el pacto fiscal en lo que se refiere a la política de ingresos son: 
 

1) Debe establecerse un acuerdo de estabilidad en las transferencias, lo que 
significa que las mismas no pueden ser modificadas unilateralmente por el 
gobierno central, en lo que se refiere a los montos, las formas de liquidación (D.S. 
29528), los criterios de distribución y la emisión de notas de crédito fiscal, sino que 
tienen que ser producto de un nuevo acuerdo fiscal con los gobiernos autónomos 
y universidades públicas. Esto claramente, con dos propósitos principales: a) 
Planificación Financiera y, b) Sostenibilidad financiera en el mediano y largo plazo. 
Por lo que se deben establecer de manera permanente, y no de forma transitoria 
los porcentajes y los criterios de distribución de las transferencias ya consolidadas 
(Coparticipación Tributaria, Fondo Compensatorio y, el Impuesto Especial a los 
Hidrocarburos y sus Derivados), lo que significa que las mismas sean retiradas de 
las disposiciones transitorias tercera, cuarta, séptima y octava de la Ley Marco de 
Autonomías y Descentralización. 
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2) La coparticipación tributaria debe ser calculada con el total de la recaudación 

de los 7 impuestos que forman parte de la misma, y no así solamente de las 
recaudaciones en efectivo, ya que las pérdidas por no coparticipación están 
alcanzando porcentajes de alrededor del 25% del total de los impuestos sobre los 
que se coparticipa. 

 
3) La coparticipación tributaria del IEHD por parte de los Gobiernos Autónomos 

Departamentales, debe ser calculada sobre el total de la recaudación, es decir 
que se incluyan las notas de crédito fiscal por concepto de este impuesto, ya que 
en muchos casos la emisión ha superado el 50% del total de las recaudaciones por 
este impuesto. 

 
4) Debe establecerse un criterio máximo para la emisión de notas de crédito fiscal 

sobre el total de los impuestos coparticipables, el cual no debería ser superior al 
5% de estos. 

 
5) Debe establecerse un sistema informático específico, para que las liquidaciones 

por transferencias de los impuestos y regalías hidrocarburíferas sean de 
conocimiento de todas las partes involucradas, lo que significa la mejor señal de 
transparencia sobre la política de transferencias del gobierno central a las 
entidades territoriales autónomas y universidades públicas. 

 
6) No se pueden realizar débitos automáticos de las cuentas de los gobiernos 

autónomos, esto está claramente establecido en el artículo No 340 en sus 
parágrafos I y III de la Constitución Política del Estado, por lo que deben ser 
abrogadas todas las disposiciones que establecen tal propósito, en especial en la 
Ley Marco de Autonomías y Descentralización y la Ley de Administración 
Presupuestaria (Ley No 2042). 

 
7) Se propone la coparticipación tributaria de los gobiernos autónomos y 

universidades públicas en un 50% distribuidos de la siguiente forma:  
 

18%   Gobiernos Departamentales 
25%   Gobiernos Municipales   
  7%   Universidades  
 

Para ello es fundamental utilizar la información del último Censo de Población y 
Vivienda, que será actualizada en la medida en que la misma lo haga, además de 
incluir las notas de crédito fiscal en la coparticipación. (Anexo) 

 
8) Se propone la asignación de recursos para los proyectos de vivienda social a 

nivel departamental, provenientes del aporte patronal público y privado del 2% 
que está vigente para los trabajadores formales, asignados según los aportes 
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realizados por cada departamento, para que sea administrado por los gobiernos 
autónomos departamentales. 

 
9) Todas las transferencias establecidas en las disposiciones transitorias de la Ley 

Marco de Autonomías y Descentralización, deben ser plasmadas en una nueva 
norma legal, donde se garantice su estabilidad y permanencia en el tiempo y que 
sea producto del acuerdo del Pacto Fiscal. 

 
Las Propuestas para el pacto fiscal en lo que se refiere a la política presupuestaria son: 
 

1) Se debe establecer de manera muy clara y meridiana, que el gobierno central 
sólo debe incluir en Anexos del Presupuesto General del Estado, los 
presupuestos de todos los gobiernos autónomos y universidades públicas 
previa la aprobación de su instancia legislativa.  
 

2) Los techos presupuestarios de los recursos deben ser establecidos en base a 
los siguientes lineamientos: 

 Recursos de Hidrocarburos: Proyecciones de precios de los 
hidrocarburos de acuerdo a información de los mercados de los 
hidrocarburos, de fuentes verificables y públicas y con principio de 
unicidad de fuente. 

 Recursos de Minerales: Proyecciones de precios de los metales, de 
acuerdo a información de los mercados de los metales, de fuentes 
verificables y públicas, por ejemplo, de la Bolsa de Metales de Londres 
(London Metal Exchange) y con principio de unicidad de fuente. 

 Recaudaciones Internas en base a dos criterios: eficiencia recaudatoria 
y crecimiento de la economía. 
  

3) Las modificaciones presupuestarias tanto en la inversión como en el gasto 
corriente, deben ser realizadas de manera autónoma por cada una de las 
entidades territoriales autónomas y universidades públicas respetando los 
techos presupuestarios establecidos en el presupuesto inicial o en el/los 
reformulados, previa aprobación de sus Asambleas Legislativas y remisión al 
Ministerio de Economía y Finanzas Públicas sólo para su conocimiento. 
 

4) Las reformulaciones presupuestarias deben ser realizadas y aprobadas por 
cada gobierno autónomo y universidades públicas, teniendo en cuenta los 
techos de recursos disponibles y adicionales, que son informados por el Ministerio 
de Economía y Finanzas Públicas. Los recursos adicionales deben ser 
automáticamente inscritos en los respectivos presupuestos de las ETAs y  las 
universidades públicas, para que de esta manera puedan ser ejecutados de 
manera expedita en la gestión correspondiente. 
 

5) La CPE, en el artículo No 340 parágrafo I establece de manera meridiana el 
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destino y utilización de los recursos que son transferidos, y los ingresos propios de 
los gobiernos autónomos y universidades públicas, siendo que estos no deben ser 
determinados por el gobierno central. En este sentido, se debe modificar la 
normativa que obliga a los gobiernos autónomos y universidades públicas a la 
transferencia de recursos a sectores específicos, tal el caso de infraestructura 
caminera, desarrollo deportivo, seguridad ciudadana, salud, educación, entre 
otros. 

 
6) Los recursos que se encuentran en la partida 57100 denominada “incremento 

de caja y bancos”, deben ser reasignados para el siguiente periodo 
presupuestario respetando los porcentajes para gasto corriente como para gasto 
de capital (inversión). 

 
7) La inscripción de nuevos proyectos de inversión debe ser expedita, a través de 

la descentralización del Sistema de Inversión Pública (SISIN), el cual deberá ser 
administrado por cada uno de los gobiernos autónomos y universidades públicas. 

 
8) Los nuevos planes sectoriales emitidos por la administración central no deben 

comprometer los recursos de los Gobiernos Autónomos y Universidades 
Públicas. 

 
9) La distribución y financiamiento de la inversión pública, gasto corriente y de 

funcionamiento de las entidades territoriales autónomas y universidades 
públicas, debe estar sujeta a un acuerdo con el gobierno central y 
considerando sus diferentes realidades socio-económicas. 

 
10) Se debe modificar la forma de funcionamiento del Fondo de Desarrollo Social 

y Productivo, mediante fondos de estabilización propios de cada nivel de 
gobierno autónomo, y que tengan como fuente de financiamiento el 2% de los 
recursos que perciben de la coparticipación tributaria, los cuales serán asignados 
de manera inversamente proporcional (con el criterio poblacional). 

 

Propuestas para el Pacto Fiscal respecto a la Política Tributaria: 
 
Las Propuestas para el pacto fiscal en lo que se refiere a la política tributaria implica la 
modificación de la ley de clasificación de impuestos en los siguientes aspectos: 
 

1) Se deben incorporar sobretasas, que consisten en recargos a los impuestos 
vigentes, siendo las sobretasas compartidas de manera igualitaria entre los 
gobiernos autónomos departamentales como municipales (50%-50%), 
permitiendo compartir el rendimiento de los impuestos del nivel nacional, los 
mismos que deberán ser asignados a cada departamento por el criterio 
poblacional, la sobretasa será sobre los siguientes impuestos: 
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 RC-IVA. 

 ICE.  

 IEHD.  

 IT.  
 

2) Se debe abrogar la disposición adicional segunda de la Ley Marco de 
Autonomías y Descentralización, y los artículos No 19, 21 y 24 de la Ley de 
Clasificación y Definición de Impuestos, en el sentido de que los impuestos, 
tasas y contribuciones especiales deben ser creados y aprobados por cada ETA  
correspondiente. 

 
3) Se debe crear y jerarquizar a la Agencia Tributaria Departamental, la misma no 

puede tener un rango de unidad administrativa, sino que debe tener todas las 
características para ser una entidad de gestión autónoma, siendo la autoridad 
económico financiera del gobierno de cada ETA correspondiente, la que ejercerá 
tuición sobre la misma. 

 
4) Se debe crear normativa tributaria departamental  y no que se supedite a la 

normativa tributaria nacional. 
  

Propuestas para el Pacto Fiscal respecto a la Política de Crédito Público: 
 
1) Se debe elaborar y consensuar una Ley de Endeudamiento Público, donde no 

sólo las entidades autónomas territoriales y universidades públicas deban cumplir 
con límites e indicadores de endeudamiento, los mismos también deben ser 
aplicados al gobierno central. 
 

2) Todo endeudamiento externo debe ser aprobado por las entidades autónomas 
territoriales y universidades públicas, y aprobado por la Asamblea Legislativa 
Plurinacional, siempre y cuando se cumplan con todas las normas establecidas por 
una Ley de Endeudamiento Público. 
 

3) Todo endeudamiento interno debe ser aprobado por las entidades autónomas 
territoriales y universidades públicas, cumpliendo con todas las normas 
establecidas por una Ley de Endeudamiento Público. 

 
4) Se debe definir claramente el significado de concesionalidad de un crédito externo, 

para todos los niveles de gobierno y universidades públicas. 
 

5) En el cálculo de los indicadores de endeudamiento, se debe utilizar el concepto de 
los ingresos corrientes recurrentes de la gestión actual (presupuestado vigente), 
para tener un indicador más claro y preciso del endeudamiento. 

 
6) Se debe incluir como ingreso corriente recurrente el 100% del Impuesto Directo a 
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los Hidrocarburos, para el cálculo de los indicadores de endeudamiento del 
servicio de la deuda (20%) y del stock de deuda (200%). 
 

7) Se deben incorporar los indicadores de endeudamiento al gobierno central. 
 

8) Los periodos para la obtención de endeudamiento externo o interno, deben ser 
reducidos a no más de un año del ejercicio fiscal. 

 
9) Los gobiernos autónomos y universidades públicas deben tener la independencia 

suficiente para negociar de manera directa, las condiciones financieras para la 
obtención de los créditos externos.  

 

Responsabilidad Fiscal: 
 
Se deben establecer reglas de responsabilidad fiscal tanto a las entidades autónomas 
territoriales y universidades públicas como al gobierno central: 
 

1) Se debe determinar un nivel de gasto para todos los niveles de gobierno, el cual no 
debería ser fijo, sino que debería ser adaptado a las características socio-
económicas de cada gobierno autónomo y universidad pública. 
 

2) Se deben establecer reglas al resultado fiscal, es decir niveles de déficit máximos y 
deuda flotante. 

 
3) Se deben establecer niveles óptimos de deuda pública nacional, lo que implica 

incluir los indicadores del servicio y el stock de deuda para el gobierno central. 
 

4) Se deben establecer reglas claras de endeudamiento a las empresas públicas, que 
garanticen y demuestren la capacidad de repago de las obligaciones contraídas 
con el gobierno central. 
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Escenarios	de	Coparticipación	(100%	Población) Gobernación Municipios Universidades
Diferencias	

Gobernación

Diferencias	

Municipios

Diferencias	

Universidades

(Millones	de	Bolivianos) 18% 25% 7%

Pando 58,51 81,26 22,75 58,51 43,79 13,39

La	Paz 1.433,85 1.991,45 557,61 1.433,85 315,07 138,51

Beni 223,15 309,93 86,78 223,15 51,32 22,13

Cochabamba 931,48 1.293,72 362,24 931,48 255,23 102,62

Oruro 261,82 363,64 101,82 261,82 83,44 31,77

Santa	Cruz 1.406,68 1.953,73 547,04 1.406,68 505,93 185,09

Potosí 436,31 605,98 169,67 436,31 100,41 43,28

Tarija 255,47 354,82 99,35 255,47 75,73 29,58

Chuquisaca 305,25 423,96 118,71 305,25 44,78 23,91

TOTALES 5.312,52 7.378,50 2.065,98 5.312,52 1.475,70 590,28

Escenarios	de	Coparticipación	(70%	Población	-	30%	Pobreza) Gobernación Municipios Universidades
Diferencias	

Gobernación

Diferencias	

Municipios

Diferencias	

Universidades

(Millones	de	Bolivianos) 18% 25% 7%

Pando 187,20 260,00 72,80 187,20 71,28 25,62

La	Paz 1.166,18 1.619,70 453,52 1.166,18 265,69 115,01

Beni 334,17 464,13 129,96 334,17 85,36 35,26

Cochabamba 813,57 1.129,96 316,39 813,57 223,53 89,78

Oruro 360,98 501,36 140,38 360,98 107,77 41,98

Santa	Cruz 1.116,38 1.550,52 434,15 1.116,38 390,73 144,20

Potosí 553,70 769,03 215,33 553,70 139,25 57,88
Tarija 330,82 459,48 128,65 330,82 95,23 37,59

Chuquisaca 449,51 624,32 174,81 449,51 96,85 42,94

TOTALES 5.312,52 7.378,50 2.065,98 5.312,52 1.475,70 590,28
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Escenarios	de	Coparticipación	(100%	Población+	Notas	de	Crédito	Fiscal) Gobernación Municipios Universidades
Diferencias	

Gobernación

Diferencias	

Municipios

Diferencias	

Universidades

(Millones	de	Bolivianos) 18% 25% 7%

Pando 67,49 93,73 26,25 67,49 50,51 15,44

La	Paz 1.653,87 2.297,05 643,17 1.653,87 363,42 159,77

Beni 257,40 357,50 100,10 257,40 59,19 25,52

Cochabamba 1.074,42 1.492,24 417,83 1.074,42 294,40 118,37

Oruro 302,00 419,44 117,44 302,00 96,25 36,64

Santa	Cruz 1.622,54 2.253,53 630,99 1.622,54 583,57 213,50

Potosí 503,26 698,97 195,71 503,26 115,81 49,92

Tarija 294,67 409,27 114,60 294,67 87,35 34,11

Chuquisaca 352,09 489,02 136,92 352,09 51,65 27,58

TOTALES 6.127,74 8.510,75 2.383,01 6.127,74 1.702,15 680,86

Escenarios	de	Coparticipación	(70%	Población	-	30%	Pobreza	+	Notas	de	Crédito	Fiscal) Gobernación Municipios Universidades
Diferencias	

Gobernación

Diferencias	

Municipios

Diferencias	

Universidades

(Millones	de	Bolivianos) 18% 25% 7%

Pando 215,93 299,90 83,97 215,93 82,22 29,55

La	Paz 1.345,14 1.868,25 523,11 1.345,14 306,46 132,66

Beni 385,45 535,35 149,90 385,45 98,45 40,67

Cochabamba 938,41 1.303,35 364,94 938,41 257,84 103,56

Oruro 416,37 578,30 161,92 416,37 124,31 48,43

Santa	Cruz 1.287,69 1.788,45 500,77 1.287,69 450,69 166,33

Potosí 638,67 887,04 248,37 638,67 160,62 66,77
Tarija 381,59 529,98 148,40 381,59 109,84 43,36

Chuquisaca 518,49 720,13 201,64 518,49 111,72 49,53

TOTALES 6.127,74 8.510,75 2.383,01 6.127,74 1.702,15 680,86
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Escenarios	de	Coparticipación	IEHD

Gobernación	

Censo	2012

Gobernación	

Censo	2001 Diferencias

(Millones	de	Bolivianos) 25% 25%

Pando 17,46 16,80 0,67

La	Paz 54,48 56,50 -2,02

Beni 21,90 22,15 -0,26
Cochabamba 40,96 41,05 -0,09

Oruro 22,94 22,68 0,26

Santa	Cruz 53,75 50,96 2,79

Potosí 27,63 28,14 -0,50

Tarija 22,77 22,65 0,12

Chuquisaca 24,11 25,07 -0,97

TOTALES 286,00 286,00 0,00

Escenarios	de	Coparticipación	IEHD	+	Notas	de	Crédito	Fiscal

Gobernación	

Censo	2012

Gobernación	

Censo	2001 Diferencias

(Millones	de	Bolivianos) 25% 25%

Pando 37,37 35,94 1,43

La	Paz 116,59 120,90 -4,31

Beni 46,85 47,41 -0,55
Cochabamba 87,65 87,83 -0,18
Oruro 49,08 48,53 0,56

Santa	Cruz 115,02 109,05 5,97

Potosí 59,13 60,21 -1,08
Tarija 48,72 48,47 0,25

Chuquisaca 51,58 53,66 -2,07

TOTALES 612,00 612,00 0,00
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